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CAPÍTULO XII. EL REGISTRO DEL ESTADO CIVIL1

1. Noción
El registro del Estado Civil es una institución de carácter público en virtud de 
la cual se hacen constar de un modo autentico, los hechos, actos y situaciones 
relativas al estado civil2. Con el mismo se pretende disponer de un medio de 
prueba preconstituida sobre el estado civil de las personas a la vez que sirve 
de fuente de información a los terceros3. El artículo 5 de la LORC4 lo califica 
de un “servicio público esencial” regular, obligatorio y gratuito5.

La Ley Orgánica de Registro Civil impone una nueva estructura de dicha 
institución, a cargo y bajo la directriz del Consejo Nacional Electoral a través 

1	 Véase sobre el tema, con referencia a la LORC: Graterón Garrido, ob. cit., pp. 89-130; El Registro 
Civil en Venezuela. Guarenas-Venezuela, Consejo Nacional Electoral, 2011; Poles de Graciotti y 
otros, ob. cit., pp. 143-168; Peñaranda Quintero, Héctor: Análisis descriptivo de la Ley Orgánica de 
Registro Civil en Venezuela (incluye la Resolución Nº 100623-0220 del CNE). Zulia, Universidad 
del Zulia, Colección Apuntes de Luz, Ediciones del Vicerrectorado Académico, 2011; Figueredo 
V., Esther V.: El novel registro del estado civil de las personas en Venezuela. Preeminencia de los 
derechos de la personalidad en la reforma del sistema de registro civil. En: Revista de la Facultad 
de Ciencias Jurídicas y Políticas Nº 6, 2010, pp. 173-210, http://servicio.bc.uc.edu.ve/derecho/revis-
ta/6-2010/art6.pdf ; Trujillo Guerra, Luis: Reseña de Legislación. Ley Orgánica de Registro Civil. En: 
Cuestiones Jurídicas, Revista de Ciencias Jurídicas de la Universidad Rafael Urdaneta, Vol. IV, Nº 
1, enero-junio 2010, pp. 101-110; González Lobato, Eglée: Registro Electoral Venezolano y sistema 
general de Registro Civil como fuente de producción de datos. Caracas, Ediciones Paredes, Serie 
Cuadernos, 2012; Varela Cáceres, Edison Lucio: Los principios sectoriales del Registro del Estado 
Civil. Trabajo presentado para optar al escalafón de profesor “asistente”. Facultad de Ciencias 
Jurídicas y Políticas, Escuela de Derecho, Universidad Central de Venezuela, 2017 (tutora: María 
C. Domínguez G.).

2	 Véase: Marín Pérez, ob. cit., p. 100, “una institución jurídica de carácter público donde se hace 
constar de un modo auténtico cuantos hechos se refieran al estado civil de las personas”; Pere Raluy, 
José: Derecho del Registro Civil. Madrid, Aguilar S.A. ediciones, 1962, T. I, p. 3, el Registro Civil 
es un instrumento destinado a constatar hechos y cualidades del estado civil; Martínez Caicedo, 
Harold: Estado Civil de las personas y Registro. Bogotá, Pontificia Universidad Javeriana, 1965; De 
Freitas de Gouveia, ob. cit., p. 176, institución pública y obligatoria en la cual se hace constar de un 
modo auténtico todos aquellos hecho o actos del estado civil para fines probatorio e informativos. 

3	 Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, p. 659; Delgado Carruyo de Ávila, Marina: Los derechos diri-
gidos a la individualización en la Ley Orgánica para la protección del niño y del adolescente: Las 
unidades hospitalarias de registro civil de nacimientos. En: LEX Nova. Año 2002, Nº 241, Colegio 
de Abogados del Estado Zulia, p. 96, un registro bien organizado presta servicios en todas las 
esferas: en el ámbito del Derecho Público para conocer el número de personas a quienes se dirige 
las políticas públicas, sociales, electorales, militares, etc.; en el derecho privado para determinar 
la capacidad negocial, los derechos y deberes de la mayoridad, el parentesco, impedimentos ma-
trimoniales, etc.; Calvo Baca, ob. cit., p. 109, sirve de fuente de información sobre el estado civil 
de las personas y suministra medios probatorios de fácil obtención; Gete-Alonso y Calera, Ma. 
del Carmen: El Registro Civil. En: Tratado de Derecho de la persona física, Civitas /Thomsom Re-
uters (Direct M. Gete-Alonso y Calera/ Coord. J. Sole Resina), España, 2013, T. I, p. 235, el registro 
tiene por objeto hacer constar oficialmente los hechos y actos que se refeiren al estado civil y dar 
publicidad a los mismos.

 4	 GO. 39.264 de 15-9-09.
5	 “El Registro Civil es un servicio público esencial, su actividad será de carácter regular, continuo, 

ininterrumpido y orientado al servicio de las personas. Es obligatoria la inscripción de los actos 
y hechos declarativos, constitutivos o modificatorios del estado civil y la prestación del servicio 
es gratuita”.
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de la Comisión de Registro Civil y Electoral6, a fin de desarrollar las compe-
tencias adjudicadas ha dicho ente por la Carta Magna7 según había referido el 
Máximo Tribunal8. A pesar del título de la citada ley especial, la terminología 
apropiada es “registro del estado civil” y no registro civil, porque este último 
es más amplio y el primero está dirigido exclusivamente al estado civil, ins-
titución característica de la persona natural9.

La citada ley especial pretende sistematizar la normativa en materia de 
registro del estado civil –no obstante los diversos instrumentos normativos 
adicionales de rango sublegal dictadas sobre la materia por el CNE10–, a la vez 
que amplía a los actos o hechos susceptibles tradicionales de registro (inspira-
dos en el registro eclesiástico, a saber, nacimiento, matrimonio y defunción) 
y a otros que afectaban el estado familiar y capacidad (filiación, divorcio, in-
capacitación11, ausencia12)13, añadiendo otros nuevos tales como nacionalidad, 
residencia, migración (LORC, art. 3, núm. 9, 12, 14).

2. Antecedentes14

La institución del Registro del Estado civil tiene su antecedente en los re-
gistros eclesiásticos, de manera que el origen del Registro se remonta a la 
Iglesia Católica15, que consideró tres hechos o situaciones relevantes, a saber, 
nacimiento, matrimonio y defunciones, y sobre los cuales se inspiró nuestro 
ordenamiento. En 1873 se produce en Venezuela la secularización del Registro 
Civil, y el Estado asume formalmente tal función, aunque continuó el registro 

 6	 Véase: Ley Orgánica del Poder Electoral (GO 37.573 del 19-11-02), art. 57: “La Comisión de Registro 
Civil y Electoral es el órgano a cuyo cargo está la centralización de la información del registro del 
estado civil de las personas naturales, el cual se forma de la manera prevista en la ley respectiva. 
Igualmente asumen la formación, organización, supervisión y actualización del registro civil y 
electoral”.

 7	 Véase: Constitución, art. 293, núm. 7, que establece que el Poder Electoral tiene por función: 
“mantener, organizar, dirigir y supervisar el registro civil y electoral”.

 8	 Véase: TSJ/SConst., Sent. Nº 2.651 de 2-10-03.
 9	 Véase: La Roche, ob. cit., p. 277, se ha hecho una utilización indiscriminada de los términos; 

Domínguez Guillén, Ensayos…, p. 660.
10	Véase: Resolución Nº 121220-0656, mediante la cual se resuelve dictar el Reglamento Nº 1 de la 

Ley Orgánica de Registro Civil (G.O. Nº 40.093 de 18-1-13). En lo Sucesivo “Reglamento…”. Con 
anterioridad y derogado por éste último aun cuando reproduce en esencia la generalidad de sus 
normas: Resolución del CNE Nº 100623-0220 contentiva de las “Normas para regular los libros, 
actas y sellos del Registro Civil” (GO Nº 39.461 del 8-7-10).

11	Véase: LORC, art. 3 núm. 7; Reglamento…, arts. 84, 85 y 86.
12	Véase: LORC, art. 3 núm. 11; Reglamento…, art. 75. 
13	Véase: Wills Rivera, Lourdes: Publicidad registral de los actos familiares. En: Derecho de Familia 

y Registro de la Propiedad. Jornadas organizadas por el Colegio de Registradores de España y el 
Comité Internacional de Congreso de Familia. Madrid, Centro de Estudios Registrales, 2001, pp. 
101-134; Graterón Garrido, ob. cit., p. 90; Reglamento…, art. 84-86 (incapacitación). 

14	Véase: Muñoz Paz, Lionel: El Registro Civil en Venezuela: historia, territorio y sociedad. En: El 
Registro Civil en Venezuela. Guarenas-Venezuela, Consejo Nacional Electoral, 2011, pp. 15-44; 
Aguilar Gorrondona, Derecho…, pp. 108-110: Hung Vaillant, Derecho…, pp. 127-129; Codigo Civil 
de Venezuela, Arts. 445 al 463. Caracas, Universidad Central de Venezuela, Facultad de Ciencias 
Jurídicas y Políticas, Instituto de Derecho Privado, 1999, pp. 33-43.

15	Véase: Muñoz Paz, ob. cit., p. 16, el viejo registro eclesiástico es el claro precedente del secular 
registro civil (en cada iglesia… un libro de difuntos, de bautizados y desposados…”.
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eclesiástico. El CC contenía disposiciones sustanciales en materia registral 
del estado civil, sin perjuicio de instrumentos normativos complementarios 
especialmente en materia de nacimientos16. La Carta Fundamental de 1999, 
le concedió al Poder Electoral un papel fundamental en sus artículos 292, y 
293 ord. 7. La Sala Constitucional del Máximo Tribunal en sentencia 2651 del 
2-10-03 interpretó el alcance de tales normas así como del artículo 17417. A raíz 
de tal decisión que ratificó la competencia del Poder Electoral en materia de 
registro del estado civil, el Consejo Nacional Electoral dictó diversos instru-
mentos jurídicos a los fines de hacer afectiva tal función18. La reciente LORC 
pretende sistematizar gran parte de la normativa registral relativa al estado 
civil: posteriormente el CNE dictó el respectivo “Reglamento” referido supra.

3. Caracteres
La doctrina se había referido a los caracteres del Registro del Estado Civil de 
conformidad con el CC19. La LORC20 en su Capítulo II alude a los “Principios 
del Registro Civil”21 entre los que menciona los principios de: publicidad (art. 
6) que incluye la electrónica (art. 63), aunque se imponen excepciones en ma-
teria de residencia lo cual es lógico (art. 59) y en materia de menores (art. 60) 
aunque la filiación por esencia es un dato al que deberían acceder los terceros22 
(se imponen sanciones al incumplimiento de la confidencialidad en los arts. 
61 y 62); eficacia administrativa (art. 7), información (art. 8), accesibilidad (art. 
9), unicidad (art. 10), fe pública (art. 11), primacía (art. 12), tecnología (art. 13), 
igualdad y no discriminación (art. 14), interpretación y aplicación preferente 
(art. 15). Los artículos 64 al 69 contienen importantes disposiciones en materia 
de “automatización”.

16	Véase infra XII.61.
17	Véase: Ávila Rodríguez, Vinicio: Comentarios a la organización del registro del estado civil en la 

actualidad. En: Temas de Derecho Civil. Libro Homenaje a Andrés Aguilar Mawdsley. Colección 
Libros Homenaje Nº 14. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2004, Vol. I, pp. 179-221. 

18	Véase infra XII.5. (organización).
19	Véase: Código Civil de Venezuela, Arts. 445 al 463…, pp. 43-48, entre los que ubicaba: completo, 

centralizado, público (art. 456 CC), gratuito, obligatorio, auténtico (art. 457 CC), exacto, sistemático.
20	Establece variaciones en el modelo registral del estado civil, adaptándolo en parte a las innova-

ciones tecnológicas a cargo del poder electoral. 
21	Véase: Reglamento…, art. 4; Varela Cáceres, Los principios…
22	Véase sin embargo con anterioridad a la LORC: TSJ/SConst., Sent. Nº 701 de 18-4-05, “la Sala 

considera que las resoluciones judiciales que declaran la filiación o el estado civil de las personas, 
sirven directamente a fines constitucionales, ya que en los supuestos de filiación prevalece el 
interés social y el orden público que subyace en las declaraciones de paternidad, en las que no 
solamente entran en juego los derechos de alimentos y sucesorios de los hijos, sino también el 
interés general que deviene de las necesidades de la vida social, que obligan a todas las personas 
a vincularse con terceros en el tráfico jurídico, por lo que, en aras de la seguridad jurídica y de 
la transparencia, las decisiones que declaran la filiación o el estado civil de las personas deben 
hacerse del conocimiento de los demás, en virtud de que dicha información desborda el ámbito 
de la intimidad personal y familiar, por lo que no puede permanecer reservada al conocimiento 
de terceros… Por el contrario, la publicación del extracto de las aludidas decisiones judiciales no 
es otra que la defensa de los intereses de los hijos, tanto en el orden material como el moral, y 
destaca como primario el derecho del hijo a que se declare su filiación y que ésta sea de conoci-
miento público.”.
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4. Personas que intervienen en la formación de la partida
La doctrina23 tradicionalmente ha distinguido las personas que intervienen 
en la formación de las actas del estado civil, a saber, Funcionarios que son los 
sujetos que en representación del Estado otorgan autenticidad a la partida24; 
las partes que son las personas a las que se refiere la partida25; los declarantes 
son los individuos que hacen llegar al funcionario la información respectiva26; 
finalmente, los testigos son quienes dejan constancia con su intervención del 
levantamiento de la partida27.

5. Organización28

La doctrina ya había reseñado la organización del Registro Civil29, sin embargo 
la LORC varía sustancialmente la estructura que imponía el Código Sustantivo.

En cuanto al órgano, de conformidad con el artículo 30 LORC: “La organi-
zación, dirección, actualización, funcionamiento, supervisión y formación del 
Registro Civil es competencia exclusiva del Consejo Nacional Electoral, por 
órgano de la Comisión de Registro Civil y Electoral de conformidad con lo esta-
blecido en la Constitución de la República; y en la presente Ley, reglamentos y 
resoluciones sobre la materia”. Con anterioridad a la LORC el Consejo Nacional 
Electoral (CNE) dictó alguna normativa relativa a la materia registral del estado 
civil30 y posteriormente el Reglamento Nº 1 de la LORC (arts. 6-14); sería ideal 
23	Véase: Aguilar Gorrondona, Derecho…, pp. 114-117; Hung Vaillant, Derecho…, pp. 134-138; Gra-

terón Garrido, ob. cit., pp. 96 y 97.
24	Véase: LORC, arts. 31 (registradores y funcionarios consulares), art. 99 (matrimonio: registra-

dores, alcaldes, capitanes de buque); arts. 35 a 45 (De los Registradores o Registradoras Civiles); 
sobre el Alcalde: artículo 174 de la Constitución; TSJ/SConst., sent. Nº 2.651 del 2-10-03; Aguilar 
Gorrondona, Derecho…, p. 114, en principio la redacción de la partida está encomendada a los 
funcionarios públicos; Graterón Garrido, ob. cit., p. 96, es quien recibe la declaración, forma el 
acta y la firma dándole fe pública, atestigua no la verdad de la declaración sino lo que ha ocurrido 
y ha presenciado, su competencia es territorial.

25	Véase: LORC, arts. 93 núm. 3 y 4, 104 núm. 1, 129, núm. 6; Aguilar Gorrondona, ob. cit., p. 116, 
“las partes son aquellas personas a quienes se refiere el hecho o acto que la partida hace constar”; 
Graterón Garrido, ob. cit., p. 97, son aquellas personas a cuyo estado se refiere el acta. Ej. los 
cónyuges en la partida de matrimonio, el recién nacido en la partida de nacimiento y el difunto 
en la partida de defunción; solo en la primera se precisa la presencia de las partes aunque puede 
tener lugar por apoderado (CC, art. 85).

26	Véase: LORC, arts. 85, 93, núm. 8, 126; Aguilar Gorrondona, ob. cit., p. 116, “declarantes, son 
aquellas personas que comunican al funcionario respectivo el acontecimiento del cual se deja 
constancia en la partida”; Graterón Garrido, ob. cit., p. 96, son las personas interesadas en hacer 
constar el hecho, esto es, las personas que dan a conocer al funcionario los hechos por registrar 
cuando el interesado no pueda hacerlo personalmente.

27	Véase: LORC, art. 93, núm. 8; Aguilar Gorrondona, ob. cit., p. 117, “nuestra legislación requiere 
además la presencia de testigos de la redacción de la partida (no necesariamente del acontecimiento 
del cual se deja constancia en ésta)”, son testigos instrumentales; Graterón Garrido, ob. cit., p. 97, 
normalmente se les conoce como testigos instrumentales y son dos personas mayores de edad.

28	Véase: Graterón Garrido, ob. cit., pp. 90 y ss.
29	Véase: Ávila Rodríguez, ob. cit., pp. 179-221; Baroni Uzcategui, Ricardo: Nueva organización del 

Registro Civil de las personas. En: Temas de Derecho Civil. Libro Homenaje a Andrés Aguilar 
Mawdsley. Colección Libros Homenaje Nº 14. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2004, Vol. I, 
pp. 223-301; Contreras Vega, Alix: El registro civil en Venezuela. Régimen actual. En: Revista Tachi-
rense de Derecho Nº 16-17, San Cristóbal, Universidad Católica del Táchira, 2004-2005, pp. 97-108.

30	Véase instrumentos referidos en la Derogatoria de la citada Resolución del CNE contentiva de 
las “Normas para regular los libros, actas y sellos del Registro Civil” (“Disposiciones Derogatorias” 
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que de lege ferenda toda la normativa sea sistematizada en un solo instru-
mento normativo a los fines de su mejor manejo práctico. La LORC prevé una 
oficina de Registro Civil municipal, así como de unidades de Registro Civil 
en parroquias, establecimientos de salud y en cementerios (art. 32). Se po-
drán implementar Unidades accidentales o Jornadas extraordinarias (art. 33).

Respecto a los archivos, se acoge el sistema mixto, que comprende uno 
digital y automatizado y otro físico (LORC, art. 46). El digital a cargo del CNE 
tiene eficacia probatoria (LORC, art. 47) y el físico corresponde a las oficinas 
y unidades de Registro (LORC, art. 48). La información contenida en tales ar-
chivos conforma la base para el Registro Electoral, por lo que a la mayoridad 
será incorporada automáticamente a éste (LORC, art. 52).

Se prevé la figura del expediente único, a saber, “el instrumento donde, de 
forma sistemática, se compilará la totalidad de actos y hechos que se encuen-
tren inscritos en el Registro Civil, de cada uno de los venezolanos o las venezo-
lanas, así como de extranjeros o extranjeras que residan en el país (LORC, art. 
54), el cual se inicia con el registro del acta de nacimiento, carta de naturaleza, 
certificado de naturalización o declaración de residencia en caso de extranjeros 
(LORC, art. 55); se cierra con el acta de defunción a transcurridos 130 años del 
nacimiento (LORC, art. 56). Se prevé la asignación de un código individual de-
nominado número único de identidad (LORC, art. 57) que en caso de pérdida no 
podrá ser reasignado (LORC, art. 58, se alude a inhabilitación e insubsistencia).

En cuanto a los libros31, se prevé que “El número, contenido y las especifi-
caciones técnicas de los libros del Registro Civil se establecerán mediante re-
solución que a tal efecto dicte el Consejo Nacional Electoral. Los libros podrán 
ser creados con la utilización del sistema automatizado y excepcionalmente en 
forma manual” (art. 72). Cada libro tendrá un duplicado en el que se asenta-
rán las actas simultáneamente con el original32. El duplicado se remitirá a las 
oficinas regionales del Consejo Nacional Electoral (LORC, art. 73). La versión 
digital debe presentar coincidencia con los libros (LORC, art. 74). Se prevé la 
revisión semestral de los libros por parte de la Oficina Nacional de Registro 
Civil (art. 75)33. Se establece registro diario de solicitudes (LORC, art. 76).

Única); Resolución Nº 100504-0122 de fecha 04 de mayo de 2010 (GO. Nº 39.436, de 1-6-10) y 
Resolución Nº 101221-0533 de 21-12-10 (GO 39.619 de 18-2-11).

31	Véase con anterioridad a la LORC, las normas correspondientes en los antiguos artículos del CC, 
445-447; Reglamento…, arts. 15-20, la entrega de los libros tendrá lugar en nombre por parte del 
CNE a la Oficina Regional Electoral para su envío a las oficinas regionales; Los libros serán usados 
entre el 1 de enero y el 31 de diciembre.

32	Véase: Reglamento…, arts. 15.
33	“Los libros serán revisados semestralmente por la Oficina Nacional de Registro Civil, salvo los 

casos excepcionales que ameriten una reprogramación de las actividades. Las oficinas y unidades 
de Registro Civil interconectadas al sistema automatizado serán revisadas de forma periódica. 
La Oficina Nacional de Supervisión del Registro Civil e Identificación, realizará las revisiones y 
auditorias de los libros que sean pertinentes, velando en todo momento porque no se paralice 
la actividad propia del registro”. Con anterioridad, tal control a priori estaba previsto a cargo del 
Síndico Procurador Municipal en el derogado art. 461 CC; se establecía un control a posteriori 
por parte del Juez de Primera Instancia, en los derogados arts. 460 y. 491-500 del CC. 
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En cuanto a las actas34 o partidas35, tienen carácter de auténticas (art. 77)36; 
la inscripción de los hechos y actos se harán constar diariamente37 ante las 
oficinas y unidades destinadas al efecto, existiendo la posibilidad de exigir el 
registro del asiento omitido (LORC, art. 78). El artículo 81 de la LORC, esta-
blece las menciones que debe contener toda acta en general: 

“Todas las actas deben contener las características siguientes:
1. Número de acta.
2. Identificación del funcionario o funcionaria que las autorizó, deben contener 
entre otros, nombres, apellidos, número único de identidad, el carácter con que 
actúa e instrumento administrativo que lo faculta, indicando el número de la 
resolución, medio de publicación y fecha.
3. Día, mes y año en que se levantó el acta o se inscriba el hecho o acto que se 
registra.
4. Hora, día, mes y año en que acaeció o se celebró el hecho o acto que se registra.
5. Lugar donde acaeció el hecho, así como las circunstancias correspondientes 
a la clase de cada acto.
6. Nombres, apellidos, número único de identidad, nacionalidad, edad, profesión 
y residencia de las personas que figuren en el acta, cualquiera sea su carácter.
7. Determinación y enunciación de los recaudos presentados.
8. Características específicas y circunstancias especiales de cada acto.
9. Impresiones dactilares.
10. Firmas de quienes intervengan en los actos y hechos susceptibles de registro.
Si no saben o no pueden escribir lo harán dos firmantes a ruego, dejando cons-
tancia de esta situación.
11. Identificación del indígena, pueblo o comunidad a la que pertenece y de las 
personas que figuren en el acta”.

Agrega el artículo 83 una importante norma que se encontraba en el artículo 
450 del CC: “Las actas serán leídas a los declarantes, testigos y presentes, per-
mitiéndose su lectura antes de ser firmadas, indicándoles que en ese momento 
deben manifestar su conformidad con el contenido del acta, dejando nota expre-
sa en el texto de la misma del cumplimiento de esta formalidad”. La posterior 
normativa del CNE reproduce el contenido del derogado artículo 449 del CC: 
“las actas se extenderán numerándolas sucesivamente en los libros respectivos, 
con letra clara, sin dejar espacios, salvándose específicamente al final con la 
misma letra y antes de las firmas, toda palabra borrada, interlineada o en-
mendada. No podrán usar abreviaturas ni guarismos, incluso en las fechas”38.

Se prevé excepcionalmente el levantamiento manual del acta de no ser 
posible el automatizado y se reitera que “Serán nulas las enmiendas o tacha-
duras que no se salven al pie del asiento antes de firmar, sin que se afecte la 
totalidad del acta” (LORC, art. 82).

34	Véase: Flores, Anik y Andrea Rondón García: La naturaleza de las actas del Registro Civil. En: 
Revista de Derecho Nº 18, Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2005, pp. 345-392.

35	Véase con anterioridad a la LORC, las normas correspondientes en los antiguos artículos del CC, 
448 a 453.

36	Véase infra XII.7.
37	Véase: LORC, arts. 79 y 80.
38	Véase: Reglamento…, art. 21
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6. Actas del Estado Civil 

Las menciones de las actas en general según indicamos están previstas en 
el artículo 81 de la LORC, pero dicha ley trae disposiciones particulares con 
relación a cada tipo de hecho o acto a registrar. Veamos a continuación bre-
vemente cada uno de ellos:

6.1. Nacimientos39

El acta de nacimiento se presenta como uno de los principales instrumentos 
en materia de estado civil. Así indicaba D´Auesseau que “es la prueba más 
grande del estado del hombre”.40 La importancia del registro de nacimiento ya 
estaba referido con anterioridad a la LORC en el artículo 56 de la Constitución 
que alude a que toda persona “tiene derecho a ser inscrita gratuitamente en el 
registro civil después de su nacimiento y a obtener los documentos públicos 
que comprueben su identidad biológica, que no deberán contener mención 
alguna que califique la filiación. Norma constitucional que en esencia se repite 
en el artículo 18 de la LOPNNA41.

El nacimiento es un hecho jurídico trascendente respecto del que el Le-
gislador precisa cierta regularidad en su prueba. De allí que se exija de la 
correspondiente institución de salud, a los fines de ser presentada posterior-
mente ante el funcionario de Registro, el respectivo certificado o constancia 
de nacimiento42. Prevé al efecto el artículo 92 de la LORC: “El certificado mé-
dico de nacimiento, es el instrumento requerido para efectuar la declaración 
y promover la inscripción en el Registro Civil de los nacimientos ocurridos en 
los establecimientos de salud públicos o privados. Las personas debidamente 
autorizadas para asistir los nacimientos están obligadas a emitir este certifi-
cado”. Instrumentos normativos previos43 a la LORC igualmente considera-

39	Véase: Reglamento…, arts. 22-25; Del Moral, Anabella: Ley Orgánica de Registro Civil. Especial 
referencia al Registro Civil de Nacimientos. En: Libro Homenaje a Clarisa Sanoja de Ochoa, Cara-
cas, Academia de Ciencias Políticas y Sociales, UCAB, Universidad del Zulia, Banco Occidental de 
Descuento, 2013, Comp. y Coord. Alfredo Morles y Astrid Uzcategui, pp. 327-344; Trujillo Guerra, 
ob. cit., pp. 105 y 106.

40	Citado por Huezo Chavez, ob. cit., p. 58, a lo anterior se agrega: “echad por tierra esta prueba y todos 
los fundamentos de la sociedad civil serán sacudidos, no habrá ya nada cierto entre los ciudadanos.”

41	Que prevé: “Todos los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a ser inscritos o inscritas gratuita-
mente en el Registro del Estado Civil, inmediatamente después de su nacimiento, de conformidad 
con la ley. Parágrafo Primero. El padre, la madre, representantes o responsables deben inscribir a 
quienes se encuentren bajo su Patria Potestad, representación o responsabilidad en el Registro del 
Estado Civil. Parágrafo Segundo. El Estado debe garantizar procedimientos gratuitos, sencillos y 
rápidos para la inscripción oportuna de los niños, niñas y adolescentes en el Registro del Estado 
Civil. A tal efecto, dotará oportunamente al mencionado registro de los recursos necesarios para 
dicha inscripción. Asimismo, debe adoptar medidas específicas para facilitar la inscripción en el 
Registro del Estado Civil, de aquellos o aquellas adolescentes que no lo hayan sido oportunamente”. 
Véase multa respecto a la violación del derecho a ser inscrito en el Registro: LOPNNA, art. 224.

42	Véase: Reglamento…, art. 22.
43	Véase: LOPNNA, art. 17; Reglamento que regula la inscripción en el Registro del Estado Civil de 

Nacimiento (Decreto Nº 2.819 del 30-9-98, Gaceta Oficial Nº 36.553 del 5-10-98); Directrices para 
“Identificación Inmediata de Niños y niñas cuyos nacimientos hayan ocurrido en las Instituciones, 
Centros y Servicios de Salud del País” (arts. 1 al 5) y las Directrices que contienen el “Instructivo 
del Proceso de Identificación Civil de Niños, Niñas y Adolescentes nacidos en Venezuela” (Ambas 
del 4-9-03 G.O. Nº 37.771 del 9-9-03. Precisan de las impresiones dactilares de la madre, así como 
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ron la constancia de nacimiento. En caso de nacimiento extrahospitalario se 
precisa declaración jurada de quien asistió al parto y constancia emitida por 
el Consejo Comunal y en su defecto declaración jurada de dos testigos44. La 
referencia expresa al certificado de nacimiento debe constar expresamente en 
el acta de nacimiento de conformidad con el artículo 93, núm. 2 de la LORC.

El nacimiento debe ser declarado inmediatamente si tuvo lugar en un 
centro de salud con unidad de registro civil o dentro de los noventa (90) días 
siguientes al mismo en caso de no existir oficina o nacimientos extrahospita-
larios según el artículo 86 de la LORC45; excedido dicho lapso la inscripción 
se considera extemporánea o tardía y se precisa previo informe del Consejo 
de Protección del Niño, niñas y adolescentes46. Con anterioridad a la LORC la 
normativa de la materia consideró el caso de la declaración extemporánea de 
los nacimientos47, el cual fue extendido en la práctica con miras a facilitar el 
derecho a la inscripción en el Registro del Estado Civil. En caso de mayores de 
edad, la solicitud de registro de nacimiento, precisa opinión previa vinculante 
de la Oficina Nacional de Registro Civil a tenor del artículo 88 de la LORC48: 
con anterioridad a dicha ley la inscripción de adultos –salvo en el citado caso 
excepcional de los indígenas– tenía lugar mediante el procedimiento judicial 
de inserción de partidas, el cual seguiría latente para los supuestos no resueltos 

de las impresiones podográficas y dactilares del niño o niña. Esto esencial a los fines de la identi-
ficación. 

44	Véase: Reglamento…, arts. 25 y 46. (en sentido semejante véase LOPNA de 1998, art. 681) y art. 28. 
45	“Cuando los nacimientos ocurran en establecimientos de salud públicos o privados, donde funcio-

nen las unidades de Registro Civil, el niño recién nacido o la niña recién (sic) deberá ser inscrito 
o inscrita de forma inmediata al nacimiento.

	 Si el nacimiento ocurriere en establecimientos de salud públicos o privados, donde no existan 
unidades de Registro Civil o fuese un nacimiento extrahospitalario, el lapso se extenderá hasta 
por noventa días después de haberse producido el nacimiento, en cuyo caso los obligados o las 
obligadas a declarar se dirigirán a la unidad de Registro Civil que corresponda a efectuar la ins-
cripción del niño o la niña. Los nacimientos que no ocurran en establecimientos de salud públicos 
o privados serán inscritos en el Registro Civil, previa comprobación por parte del registrador o 
registradora civil de que el nacimiento ocurrió en el territorio de la República Bolivariana de 
Venezuela.

	 Sólo se hará una inscripción en el Registro Civil por nacimiento y se inscribirán sólo los nacidos 
vivos, aunque fallezcan instantes después”.

46	Ente que adicionalmente debe velar por el cumplimiento de la inscripción del menor (LOPNNA, 
art. 125, letra f; Reglamento…, art. 36).

47	Véase: LOPNNA, art. 20 extendió a 90 días el lapso de 20 días que refería el art. 464 del CC; 
Reglamento que regula la inscripción en el Registro del Estado Civil de Nacimiento, arts. 17 y 18, 
intervención del Organismo encargado de la protección del menor a fin de que éste ordene la ins-
cripción; CSJ/SPA, sent. 12-8-98, Jurisprudencia Oscar Pierre Tapia, CSJ agosto 1998, pp. 327-337.

48	“Cuando la inscripción del nacimiento en el Registro Civil no sea efectuada dentro de los noventa 
días siguientes al nacimiento, se considerará extemporánea. Vencido dicho plazo y hasta el térmi-
no de dieciocho años después del nacimiento, el registrador o la registradora civil podrá admitir 
la inscripción, a solicitud de las personas obligadas a declarar el nacimiento, previo informe 
del Consejo de Protección del Niño, Niña y Adolescente. Dicha solicitud estará acompañada del 
informe explicativo de las causas que impidieron el oportuno registro.

	 Toda solicitud de registro de nacimiento de personas mayores de edad se realizará ante el registra-
dor o la registradora civil, quien deberá solicitar opinión previa a la Oficina Nacional de Registro Ci-
vil, la cual tendrá carácter vinculante para proceder o no a la inscripción y será recurrible conforme 
al procedimiento en sede administrativa previsto en esta Ley. El Consejo Nacional Electoral dictará 
las normas que regulen las inscripciones extemporáneas de los pueblos y comunidades indígenas, 
garantizando el respeto a sus costumbres y tradiciones ancestrales”. Véase: Reglamento, arts. 43-48.
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en virtud de la norma en comentarios49. La partida de nacimiento se precisa 
para la obtención de la cédula de identidad50.

El citado artículo 86 de la LORC, contiene una expresa referencia a que se 
registraran “sólo los nacidos vivos, aunque fallezcan instantes después”51, ello a 
fin de evitar o aclarar la impropiedad del derogado artículo 466 del CC que alu-
día a “si nació con vida o no”, pues solo se registra el nacimiento con vida que 
otorga la personalidad. Al respecto tuvimos oportunidad de pronunciarnos52.

En caso de nacimientos en el extranjero53 que no fueron declarados ante la 
autoridad consular respectiva, el mismo podrá ser declarado ante el funcio-
nario local previa verificación de la autenticidad de los documentos corres-
pondientes (LORC, art. 89) 54.

Se prevé la posibilidad de las niñas y adolescentes –sin distinción de edad– 
de inscribir a sus hijos sin autorización, en tanto que los varones precisan de 
ésta si son menores de 14 años (LORC, art. 90)55. Norma curiosa consideran-
do la pretendida igualdad que recientemente se propugna entre hombre y 
mujer, amén que admitir capacidad negocial plena de niñas a cualquier edad 
aunque se trate de una acto personalísimo contraria la esencia que justifica 
la minoridad o más precisamente la niñez.

El caso del niño dejado en un lugar público o privado debe ser notificado por 
quien lo encuentre a la autoridad a fin de que este notifique a su vez al Consejo 

49	Véase: Graterón Garrido, ob. cit., p. 104, señala que si la opinión de la Oficina Nacional de Regis-
tro Civil es desfavorable, el interesado debe acudir a la vía jurisdiccional e intentar el juicio de 
inserción de partidas, pues debe ser provisto de una prueba supletoria del acta. 

50	Véase: Ley Orgánica de Identificación, artículo 20, El otorgamiento de la cédula de identidad a los 
venezolanos o venezolanas por nacimiento que no posean partida de nacimiento, se realizará con 
la presentación de la sentencia definitivamente firme del tribunal competente que supla dicho 
documento, de conformidad con lo previsto en la LORC. Sobre la identificación indígena véase 
arts. 10-12. El Decreto 2686 GO 37.817 del 13-11-03 (Reglamento parcial de la ley de identificación 
para la identificación de los indígenas), ya precisaba excepción para inscribir nacimiento indígena 
de adultos sin requerirse prueba supletoria. 

51	Véase en el mismo sentido: Reglamento…, art. 23: “El feto no nacido, no será inscrito en el Registro 
Civil. En este caso los Registradores y Registradoras Civiles se abstendrán de extender el acta de 
nacimiento o defunción”.

52	Véase: Domínguez Guillén, Inicio y extinción…, pp. 142-146, “El deseo de los familiares de proceder 
a la inhumación de quien no fue persona porque nació muerto, no puede ser resuelto levantando 
una partida de un hecho jurídico que no tuvo lugar; se trata de un ser que no tendrá partida 
de defunción porque obviamente no tendrá partida de nacimiento. En tal caso para proceder a 
la inhumación del cuerpo de quien nació muerto, de no ser suficiente la respectiva constancia 
médica, podría solicitarse la autorización correspondiente al funcionario de Registro del Estado 
Civil”. (con inclusión de nota al pie 538 que alude a opinión de médicos que reseñan que se puede 
emitir el correspondiente certificado a los fines de la sepultura).

53	Véase: Reglamento, arts. 49 y 50.
54	Véase con anterioridad: Resolución 080228-03-08 del 28-2-08 (G.O. Nº 38.886 del 7-3-08).
55	“Las niñas o las adolescentes podrán declarar el nacimiento de su hijo recién nacido o hija recién 

nacida ante la respectiva oficina o unidad de Registro Civil, sin que medie autorización de sus 
progenitores, representantes o responsables. Los adolescentes varones, mayores de catorce años 
del edad, podrán declarar el nacimiento de su hijo recién nacido o hija recién nacida sin autori-
zación judicial previa; en los casos de niños o adolescentes menores de catorce años, se requerirá 
autorización previa del padre y la madre, del Consejo de Protección del Niño, Niña y Adolescente 
o del Tribunal de Protección del Niño, Niña y Adolescente”.
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de Protección respectivo a efectos de la presentación (LORC, art. 91)56. Sobre di-
cha norma nos pronunciamos supra así como respecto de la inconveniencia de 
pretender levantar una nueva partida en caso de establecimiento posterior de 
la filiación, situación que también prevé la citada LPFMP respecto del estable-
cimiento a posteriori de la partida de la filiación paterna en vía administrativa 
(art. 2757) . A lo que concluimos que dicha solución a todo evento supondría el 
transcurso de un tiempo relativamente corto que no afecte la documentación 
del menor, así como la vulneración de su identidad en lo atinente al apellido58.

Además de las menciones generales citadas en el artículo 81 de la LORC, el 
artículo 93 dispone las menciones especiales del acta de nacimiento:

“Todas las actas de nacimiento, además de las características generales, deben 
contener
1. Día, mes, año, hora e identificación del establecimiento de salud público o 
privado, casa o lugar en que acaeció el nacimiento.
2. Identificación del certificado médico de nacimiento, número, fecha y auto-
ridad que lo expide.
3. Numero único de identidad del presentado o presentada.
4. Nombres y apellidos del presentado o presentada.
5. Sexo.
6. Circunstancias especiales del nacimiento, en el caso de que existan.
7. La expresión “hijo de” o “hija de”.
8. Nombres, apellidos, número único de identidad, nacionalidad, edad, profe-
sión y residencia del padre y de la madre; nombres, apellidos, número único 
de identidad, nacionalidad, edad, profesión y residencia de las personas que 
comparezcan al acto, ya sean declarantes o testigos.
9. En los casos de pueblos y comunidades indígenas, el lugar donde residen 
según sus costumbres y tradiciones ancestrales.
10. Firmas del registrador o registradora civil, declarantes y testigos. 
Toda acta de nacimiento expresará los datos de identidad de los progenitores 
biológicos, omitiendo el estado civil de los mismos.
El Consejo Nacional Electoral establecerá mediante resolución los requisitos 
exigidos para la identificación de los y las declarantes que no posean docu-
mentos de identidad”.

56	“Artículo 91. Quien encuentre un niño recién nacido o una niña recién nacida, dejado en lugar 
público o privado, hará la participación ante cualquier autoridad administrativa, civil, judicial 
o militar, quien deberá notificar al Consejo de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes del 
Municipio a los efectos de su presentación ante la oficina o unidad de Registro Civil del lugar 
donde haya sido encontrado o encontrada. Se extenderá el acta de nacimiento que exprese las 
circunstancias de la presentación, la edad aparente, sexo, dos nombres y dos apellidos, los cuales 
serán escogidos por el registrador o la registradora civil, quien cuidará de no lesionar intereses 
legítimos del niño recién nacido o niña recién nacida ni de terceros, y será clasificada de carácter 
reservado y confidencial; sus certificaciones no contendrán calificación alguna de la filiación o de 
las circunstancias de hecho. El Consejo de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes del Muni-
cipio, solicitará ante el Tribunal de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes el inicio del proce-
dimiento de colocación familiar, una vez hecha la inscripción por el registrador o la registradora 
civil; de igual manera notificará al Ministerio Público, a fin que se inicien las averiguaciones de tipo 
penal que correspondan. En aquellos casos en que se logre identificar a los padres biológicos del 
niño o niña, se procederá a invalidar el acta de nacimiento originalmente extendida y se asentará 
el acta de nacimiento con los datos de los padres biológicos.” Véase: Reglamento…, art. 39 y 40.

57	Véase: Reglamento…, art. 30.
58	Véase supra Capítulo VIII.
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Vale recordar como novedad de la LORC se precisa mención expresa del 
certificado de nacimiento (LORC, art. 93, núm. 2), así como se impone la 
omisión al estado civil59 de los progenitores (primer aparte); sin embargo la 
utilización del apellido de la mujer casada –aunque potestativa de conformi-
dad con el artículo 137 del CC– y reproducida formalmente en el instrumento 
de identidad bien podría quedar reflejada en la partida, pues lo contrario 
sería pretender derogar dicho artículo del Código sustantivo. Respecto a la 
mención de los padres (núm. 8), cabe referir la exigencia que pretende ha-
cer la comentada LPFMP en su artículo 21, relativa a indicar el nombre del 
padre en la filiación extramatrimonial (no obstante que no haya operado el 
reconocimiento) y levantar una nueva partida cuando tenga lugar el reconoci-
miento (art. 27) en el curso del respectivo procedimiento a los fines de instar 
al reconocimiento paterno que prevé dicha ley especial60. Sobre la inconve-
niencia de tal solución, prevista en dicha normativa nos pronunciamos con 
anterioridad61. Es de recordar que el no señalamiento del padre por parte de 
la madre no debe afectar en modo alguno el levantamiento de la partida de 
nacimiento del menor de edad, so pena de violentar el derecho constitucional 
(artículo 56) del niño de ser inscrito en el Registro del Estado Civil y contar 
con su instrumento primario de identidad62. Aunque se pretenda la posibili-
dad de reconocimiento de un tercero al hijo de la mujer casada63 cuando haya 
concurrencia de voluntades64, se le objeta que ello se presenta contrario al 

59	La referencia es al estado civil ultra restringidísimo (vínculo matrimonial). Véase supra X.3.
60	Véase: LORC, arts. 21 al 31 (Capítulo IV “Del reconocimiento de la paternidad”); Regla-

mento…, arts. 26-33.
61	Véase: supra VIII.7.2; Domínguez Guillén, Breve reflexión…, pp. 227-249 (también en: Do-

mínguez Guillén, Manual de Derecho de Familia…, pp. 325-348).
62	Véase: Domínguez Guillén, Breve reflexión…, pp. 231 y 248; Guevara Gómez, Ariana: La respon-

sabilidad paterna no se decreta. En: El Nacional, 29-1-12, 2. Ciudadanos sociedad. El tiempo ha 
demostrado la inaplicabilidad del instrumento legal: “En tres registros civiles de Caracas no aplican 
la ley e informaron que no exigen a la madre el nombre del progenitor ni otras explicaciones al 
momento de presentar al niño. Reyna Alemán, directora de Registro Civil de Baruta, dijo que si 
la mujer quiere presentar sola a su hijo, puede hacerlo; pero debe elaborarse un acta para que 
quede constancia de que fue su voluntad reservarse el nombre del padre”; Reglamento…, art. 35, 
en caso de negativa de la madre a indicar la identidad del padre se levantara el acta con los datos 
suministrados y se levantará un acta dejando constancia de la negativa de la madre, que será 
enviada al respectivo Consejo de Protección y al Ministerio Público a los fines del ejercicio de las 
acciones filiatorias.

63	Véase: TSJ/SConst., Sent. 1443 del 14-8-08, “no pueden los órganos administrativos abstenerse de 
registrar un acta de nacimiento solicitada por la madre de una filiación extramatrimonial, funda-
mentando la negativa en la presunción establecida en el artículo 201 del Código Civil, cuando exista 
concurrencias de voluntades de las partes involucradas, ya que la resolución de la controversia en 
virtud del conflicto surgido entre la paternidad biológica y la legal, dada la preeminencia que debe 
tener la identidad biológica sobre la identidad legal, todo ello de conformidad con lo expuesto en 
el artículo 56 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela” (Destacado nuestro).

64	La concurrencia de tales voluntades que refiere la sentencia vendría dada por la madre, el esposo 
de ésta y el padre biológico del recién nacido, pues el niño no obstante ser parte involucrada será 
de corta a los efectos de manifestar voluntad. Tal situación no debería obviamente constar en el 
acta respectiva, pero adicionalmente no debería ser suficiente la voluntad de los indicados porque 
en materia de desconocimiento se admite a tenor del artículo 205 del CC que el simple adulterio 
de la mujer no excluye la paternidad de su esposo. De allí la importancia del control judicial o la 
realización de una experticia heredobiológica a los fines de la certeza de la filiación, materia de 
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interés del menor65 y la seguridad jurídica pues la presunción de paternidad 
precisa ser desvirtuada por decisión judicial66.

En las referidas circunstancias especiales debe incluirse los partos múltiples 
pues ello puede ser importante a los fines de alguna disposición relativa a la 
primogenitura. Así lo establece el respectivo Reglamento en su art. 42: “En los 
casos de partos múltiples, se dejará constancia en cada acta de esta circuns-
tancia especial y del orden en que ocurrieron los nacimientos”67.

El artículo 94 de la LORC, dispone la gratuidad de las certificaciones del acta 
de nacimiento, así como aclara que las mismas “no tendrán fecha de vencimien-
to” por lo que “no podrán exigirlas con una fecha determinada de expedición”.

6.2. Matrimonio68: Tal institución propia del Derecho de Familia es consi-
derada en los artículos 99 al 116 de la LORC. Al efecto, en el presente tema 
interesa básicamente considerar la norma relativa a las menciones que debe 
contener la respectiva partida o acta de matrimonio, a saber, el artículo 104 
de la LORC:

“Todas las actas de matrimonio, además de las características generales, deben 
contener:
1. Identificación completa de los contrayentes.
2. Identificación completa de las personas cuyo consentimiento fuere necesario.

orden público y sustraída del principio de la autonomía de la voluntad. De allí que se haya exigido 
tradicionalmente el control judicial como garantía en un asunto de tal naturaleza. 

65	Véase voto salvado de la citada: TSJ/SConst., Sent. 1443 del 14-8-08: “…la mayoría sentenciadora 
introduce en la interpretación del artículo 20 eiusdem un supuesto no establecido, como lo es el 
registro de un acta de nacimiento de una filiación extramatrimonial solicitada por la madre 
unida en matrimonio, partiendo de la interpretación aislada de los artículos 56 y 76 constitucio-
nales desarticula todo un sistema legal que ha sido construido con apego a la evolución de nuestra 
idiosincrasia social y que no es ajeno al interés superior del niño como nuevo paradigma en las 
relaciones familiares. A nuestro modo de ver, el razonamiento efectuado por la mayoría senten-
ciadora es ajeno a nuestra tradición de cultura, porque atenta contra la naturaleza monogámica 
del matrimonio, e introduce un elemento de desconcierto social; amén del conflicto legal que 
genera el desconocimiento de los derechos del cónyuge y del supuesto padre biológico declarado 
en la relación extramatrimonial. En resumen, creemos que la construcción interpretativa que 
hace la mayoría sentenciadora en el caso de autos en nada contribuye a la seguridad jurídica ins-
titucional; antes, por el contrario, introduce un elemento de desconcierto social que puede influir 
negativamente en el pacífico discurrir de las relaciones interfamiliares, creando innecesariamente 
conflictividad en el ámbito civil privado porque ninguna madre en su sano juicio se arriesgaría a 
estigmatizar socialmente a su hijo”. Véase también interesante crítica a dicha sentencia en: Varela 
Cáceres, Edison Lucio: La identidad biológica y la filiación: Comentario a la sentencia del Tribunal 
Supremo de Justicia, en Sala Constitucional Nº 1443 de fecha 14 de agosto de 2008. En: Revista de 
la Facultad de Ciencias jurídicas y Políticas Nº 134, Caracas, Universidad Central de Venezuela, 
2009, pp. 219-269.

66	Véase disposición ilegal (LPFMP), inconstitucional (no garantiza verdad biológica consagrada en 
el artículo 56) y contraria inclusive a la cuestionada sentencia 1443 que precisa concurrencia de 
voluntades: Reglamento, art. 34: “Cuando la declaración de nacimiento de niño, niña o adolescente 
se realizada por el padre y la madre se encuentra unida en vínculo matrimonial con persona dis-
tinta a quien está haciendo la presentación, el Registrador o registrador Civil hará la inscripción 
con los datos dados por los presentantes quienes se atribuyen la calidad de progenitores. En este 
caso las personas que tengan un interés legítimo podrán intentar las acciones de filiación ante las 
autoridades competentes”. 

67	Véase: derogado artículo 466 del CC.
68	Véase: Reglamento…, arts. 58-64; Trujillo Guerra, ob. cit., pp. 106 y 107.
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3. Identificación completa de los hijos e hijas que se hayan reconocido en el acto 
y el número único de identidad, así como número, año y oficina de las respectivas 
inscripciones de nacimiento.
4. Identificación del poder especial si el matrimonio se celebra por medio de 
apoderado o apoderada.
5. Datos registrales del documento de capitulaciones matrimoniales, si los 
hubiere.
6. Datos de la autorización judicial para contraer matrimonio, en los casos de 
adolescentes.
7. Aceptación expresa de cada uno de los contrayentes. 
8. Circunstancias especiales del acto.
9. Firma del funcionario o funcionaria que celebre el acto, los contrayentes, los 
testigos y las personas cuyo consentimiento haya sido necesario, si se prestare 
verbalmente.
En caso de personas con discapacidad auditiva o visual, su aceptación se hará 
constar por escrito. Si estos no pudieren hacerlo, se formulará la aceptación a 
través de la lengua de señas venezolanas”. 

La norma equivalente se encontraba en el CC en el artículo 89 que no hacía 
referencia a las capitulaciones matrimoniales69, así como tampoco a las perso-
nas cuyo consentimiento fuese necesario, al poder, y la autorización judicial. 
Por su parte, la norma del CC hacía referencia a “los nombres, apellidos, pro-
fesión y domicilio del padre y de la madre de cada uno de ellos”, datos cuya 
regularidad confirmaba el funcionario mediante la respectiva partida y razón 
por la cual tales menciones conformaban presunción en la respectiva acta de 
matrimonio (aun cuando ésta no servía para probar la filiación).

La LORC deroga los artículos 82, 86, 87, 88, 89, 91, 92, 96, 99, 100, 103 y 
109 del CC en materia de matrimonio.

La Ley Orgánica de la Jurisdicción especial de la Justicia de paz comunal 
(GO 39.913 de 2-5-12) en el artículo 8, atribuye a los Jueces de paz competencia 
para celebrar matrimonio (ord. 7), declarar el divorcio o la disolución de las 
uniones estables de hecho (ord. 8). EL CNE dictó la Resolución 120823-511 
de 23-8-12 publicada en GO Nº 40.011 de 19-9-12, que dispone que algunas 
normas que relación la Justicia de Paz con la función registral70.

69	Por lo que bajo el imperio de la normativa anterior, tal mención se constituía en “prohibida” por 
no estar expresamente exigida en la ley, aunque la doctrina había referido la necesidad de indicar 
su referencia en una reforma. Véase: Domínguez Guillén, Manual de Derecho de Familia…, p. 104, 
incluyendo nota al pie número 26, a saber, cita de Quirós, Luis D.: El régimen de los bienes durante 
el matrimonio. En: Revista del Colegio de Abogados del Estado Zulia. Maracaibo, T. VII, 1941, p. 
3002, señala que sería conveniente en una reforma si se obligara a expresar en el acta de matri-
monio la existencia del documento de capitulaciones para facilidad de conocimiento de terceros. 

70	Véase: PRIMERO: Hasta el Tribunal Supremo de Justicia dicte el Reglamento de la Ley Orgánica 
de la Jurisdicción Especial de la Justicia de Paz Comunal, tal y como lo establece la disposición 
transitoria Segunda de la mencionada Ley, las Juezas y los Jueces de paz Comunal se regirán 
por los dispuesto en la presente resolución, en lo que respecta al ejercicio de las competencias 
relacionadas con el registro civil. SEGUNDO: Para la celebración del matrimonio, las Juezas y los 
Jueces de Paz comunal deberán conformar el expediente esponsalicio conforme a los requisitos 
establecidos en la Ley Orgánica de Registro Civil y demás normativas que cree el Consejo Nacional 
Electoral; una vez celebrado el acto en el despacho del Juez o Jueza de Paz Comunal, se remitirá el 
acta de matrimonio dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a la Oficina o Unidad de Registro 
Civil más cercana al domicilio de los cónyuges, para su debida inserción en el Registro Civil. 
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6.3. Defunciones71

La defunción o muerte, marca la extinción de la personalidad humana y la 
partida correspondiente, es la prueba por excelencia de dicho hecho jurídico72. 
Al igual que acontece respecto del nacimiento, la muerte también precisa del 
respectivo certificado de defunción según dispone la LORC (arts. 128 y 12973).

El artículo 123 de la LORC prevé: “Toda defunción deberá ser declarada en 
el Registro Civil. Es requisito fundamental para proceder a la inhumación o 
cremación, la inscripción de la defunción en el Registro Civil, sin perjuicio de 
las excepciones previstas en la ley”74. La LORC impone la obligatoriedad de la 
declaración de la defunción a determinadas personas (LORC, art. 12675), dentro 
de las primeras cuarenta y ocho horas de su ocurrencia o del conocimiento 
del hecho (LORC, art. 127). Si se trata de la defunción de un recién nacido no 
inscrito en el Registro del Estado Civil la inscripción tendrá lugar en forma 
inmediata (Reglamento…, art. 72).

La declaración de defunción puede tener diversos orígenes (LORC, art. 
12476), y se extiende inclusive a algunos supuestos de defunciones fuera del 

71	Véase: Reglamento…, arts. 69-76; Trujillo Guerra, ob. cit., p. 106.
72	Véase supra VI.4; Pérez Gallardo, Estudios…, p. 359, la muerte es un hecho jurídico que ha de 

inscribirse en el Registro Civil.
73	Véase: Artículo 128. “El certificado de defunción es el instrumento indispensable para efectuar 

la declaración y promover su inscripción en el Registro Civil, el cual será expedido por el Minis-
terio del Poder Popular con competencia en materia de Salud y suscrito por personal médico, de 
conformidad con la ley. Artículo 129. El certificado de defunción, para los efectos del Registro 
Civil, debe contener:

	 1. Fecha y número del certificado de defunción.
	 2. Nombres, apellidos, número único de identidad y datos del registro sanitario del personal 

médico que lo suscribe.
	 3. Número de pasaporte, en el caso de ser extranjero o extranjera quien certifique la defunción, 

con los correspondientes datos del registro sanitario.
	 4. Denominación y ubicación de la dependencia de salud. 
	 5. Fecha, hora y lugar del deceso.
	 6. Identificación completa de la persona fallecida.
	 7. Causas del fallecimiento.
	 8. Firma del médico o médica”.
74	Véase: Reglamento…art. 70: …se entregara inmediatamente al declarante copia certificada del acta 

y permiso de inhumación o cremación… No podrá efectuarse cremación o inhumación del cadáver 
sin que se haya extendido el acta de defunción. En el caso de los no nacidos se expedirá permiso 
de enterramiento o cremación sin que proceda registro del acta”.

75	“Están obligados a declarar la defunción:
	 1. Los familiares directos hasta el tercer grado de consanguinidad y primero de afinidad.
	 2. El cónyuge, la cónyuge o quien mantenga una unión estable de hecho con el fallecido o fallecida.
	 3. Los capitanes o las capitanas de buque o aeronave donde haya ocurrido el fallecimiento.
	 4. Cualquier persona o autoridad civil, médica, militar o policial, que tuviere conocimiento del 

fallecimiento de una persona desconocida, del hallazgo de un cadáver cuya identidad no sea 
posible comprobar o de una inhumación practicada en lugares distintos a los autorizados”

76	“Las defunciones se registrarán en virtud de:
	 1. Declaración de la defunción.
	 2. Decisión judicial.
	 3. Documento auténtico emitido por autoridad extranjera, que cumpla con los requisitos estable-

cidos en la ley para su inserción.
	 4. Acto emanado del Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de Defensa” 
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país (LORC, art. 12577) según ha advertido la Sala Político Administrativa del 
Máximo Tribunal78.

Además de las menciones generales de toda acta, prevé el artículo 130 de 
la LORC los elementos esenciales de las actas de defunción:

“Las actas de defunción, además de las características generales, deben contener:
1. Número, fecha y el personal médico que suscribe el certificado de defunción.
2. Identificación completa del fallecido o fallecida.
3. Lugar y hora del fallecimiento.
4. El término “fallecido” o “fallecida”.
5. Identificación del cónyuge o persona con la que mantuvo unión estable de 
hecho, sobreviviente o premuerto.
6. Identificación de los ascendientes.
7. Identificación de todos los hijos y las hijas que hubiere tenido, con especifi-
cación de los fallecidos o fallecidas y de los que vivieren, y entre estos los que 
sean niños, niñas o adolescentes.
8. Identificación completa de las personas presentes en el acto, bien sea como 
declarantes o como testigos.
9. Firmas del registrador o registradora civil, declarantes y testigos”. La norma 
equivalente se encontraba en el artículo 477 del CC que exigía además del “lu-
gar, día y hora de la muerte, su causa…nombre, apellido, profesión y domicilio 
del padre y de la madre del difunto”. La referencia al día y la hora sin embargo, 
es necesaria y fundamental en caso de descartar conmoriencia79.

Finalmente, la LORC contiene una norma relativa en su artículo 131, relativa 
al fallecimiento de una persona cuya identidad no sea posible comprobar80. La 
LORC derogó expresamente el artículo 479 del CC relativo al caso de compro-
bación de la muerte de una persona cuyo cadáver no se encuentra, supuesto 

77	“En el libro de defunciones serán inscritas:
	 1. Las defunciones acaecidas en el territorio de la República Bolivariana de Venezuela.
	 2. Las defunciones que ocurran en alta mar o a bordo de aeronave, fuera del territorio de la Repú-

blica Bolivariana de Venezuela, si el primer punto de arribo, aterrizaje o acuatizaje es en territorio 
nacional.

	 3. Las defunciones de venezolanos o venezolanas en el extranjero.
	 4. Las defunciones de extranjeros o extranjeras ocurridas fuera del país, a solicitud de sus familiares 

directos, hasta el tercer grado de consanguinidad y primero de afinidad.
	 5. Las sentencias ejecutoriadas que declaren la presunción de ausencia, la ausencia y la presunción 

de muerte” Véase: Normas para regular los libros, actas y sellos del Registro Civil, art. 63.
78	Véase a propósito de acudir directamente ante el Registrador para inscribir defunciones aconte-

cidas en el exterior (el poder judicial no tiene jurisdicción): TSJ/SPA, Sent. Nº 01336 del 18-10-11.
79	Véase sobre la conmoriencia supra VI.
80	“En los casos de fallecimiento de una persona cuya identidad no sea posible comprobar, el Mi-

nisterio Público lo notificará de inmediato al Registro Civil. Una vez informado el registrador o 
la registradora civil, procederá a levantar el acta de defunción, la cual debe contener, además de 
las características de las actas en general, las siguientes:

	 1. El lugar de la muerte o del hallazgo del cadáver.
	 2. Su sexo, edad aparente y señales particulares de conformación física que lo distingan.
	 3. El tiempo y las causas probables de la defunción.
	 4. El estado del cadáver.
	 5. La vestimenta, documentos u otros objetos que sobre si tuviere o se hallaren a su alrededor.
	 Cuando el Ministerio Público tenga conocimiento de la identificación de la persona, lo hará saber 

de inmediato al registrador o registradora civil que levantó la primera acta, a los fines de que se 
extienda el acta definitiva”.
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distinto al caso de la ausencia, pero que precisaba de una decisión judicial. Sin 
embargo, por principio no obstante tal derogatoria dicha situación excepcional 
seguirá precisando de decisión judicial. Situación que confirma el artículo 486 
del CC que siendo uno de los pocos artículos sobrevivientes a la nueva ley81 se 
refiere expresamente al artículo 479 del CC.

6.4. Reconocimiento82. Este es un acto por el cual el progenitor (a) declara 
voluntariamente la filiación del hijo. Es característica de la filiación extra-
matrimonial. Tal instituto propio del Derecho de Familia83 se regula en los 
artículos 95 a 98 de la LORC, dándole competencia para tal acto jurídico al 
funcionario de Registro84.

6.5. Nacionalidad85: La obtención de la nacionalidad venezolana cuyo estu-
dio escapa de la presente asignatura es regulada en la LORC en sus artículos 
132 a 138.

6.6. Residencia86: A la residencia nos referimos supra IX, y señalamos las 
disposiciones que trae al efecto la LORC (arts. 139 a 143) dada su relevancia 
a los efectos electorales.

6.7. Las uniones estables de hecho87: también denominadas uniones con-
cubinarias cuyos efectos se equiparan al matrimonio88, materia igualmente 
perteneciente al Derecho de Familia, es regulada en los artículos 117 a 122 
de la LORC. Aun cuando por esencia dada la dinámica de dicha situación 
fáctica o de hecho no suela ser común su registro sino la declaración judicial 
(a falta de reconocimientos de las partes) para surtir efectos. Aunque se aluda 
a la sentencia que declare la disolución de una unión de hecho, tales uniones 
por esencia culminan –a diferencia del matrimonio– amén de la muerte, por 
la voluntad de uno de los convivientes, siendo que la respectiva sentencia 
merodeclarativa simplemente fija los límites temporales de la vigencia de la 

81	Según se evidencia de las disposiciones derogatorias. Como es el caso también del artículo 487 
del CC en materia de defunción que prevé: “En casos de epidemias o de temor fundado de con-
tagio por la clase de enfermedad que hubiese producido la muerte de una persona, se harán a lo 
dispuesto en este Capítulo las excepciones que prescriban las leyes y reglamentos especiales de 
sanidad”. Tampoco se derogaron los artículos 502 al 507 CC.

82	Véase: Reglamento…, arts. 55-57.
83	Véase: Domínguez Guillén, Manual de Derecho de Familia…, pp. 449 y ss.
84	Véase: TSJ/SPA, Sent. Nº 01138 de 9-10-12, “la pretensión del accionante se subsume en el 

supuesto normativo previsto en el artículo 95 de la Ley Orgánica de Registro Civil, se concluye 
que, corresponde al indicado órgano administrativo el conocimiento de la solicitud de autos. En 
consecuencia, debe declararse que el Poder Judicial no tiene jurisdicción para conocer la solicitud 
de reconocimiento interpuesta”.

85	Véase: Reglamento…, arts. 77-83.
86	Trujillo Guerra, ob. cit., p. 106.
87	Véase: Reglamento…, arts. 65-68; Trujillo Guerra, ob. cit., pp. 106-109; García Calles, Indira: 

Aportes de la Ley Orgánica de Registro Civil a la unión estable de hecho. En: Revista Venezolana 
de Legislación y Jurisprudencia Edición Homenaje a Arturo Luis Torres-Rivero, Nº 6, 2016, pp. 
83-105; Varela Cáceres, Edison Lucio: Una lección. La unión estable de hecho (Comentario a la 
sentencia Nº RC 000326 de la Sala de Casación Civil del Tribunal Supremo de Justicia). En: Revista 
Venezolana de Legislación y Jurisprudencia Nº 1. Caracas, 2013, pp. 329-380, especialmente pp. 
350-354 en que indica que la función del Registro es facilitar la prueba de la unión.

88	Véase: Constitución, art. 77; TSJ/SConst., Sent. Nº 1682 del 15-7-05.
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unión de hecho con base a las pruebas presentadas. No creemos que la LORC 
imponga como es lógico el registro de la unión de hecho89 porque ello se opone 
a su naturaleza espontánea, por lo que a la par de la posibilidad de su registro 
en caso de acuerdo de voluntades (que ciertamente facilita su prueba extraju-
dicial), subsistirá a falta de éstas la posibilidad de declaratoria jurisdiccional.

7. Valor probatorio de las actas del estado civil90

Prevé la LORC en su artículo 77: “Las actas del Registro Civil tendrán los 
efectos que la ley le confiere al documento público o auténtico”91, lo anterior 
en consonancia con el artículo 11 eiusdem que dispone que los registradores 
o las registradoras civiles “confieren fe pública a todas las actuaciones, decla-
raciones y certificaciones, que con tal carácter autoricen, otorgándole eficacia 
y pleno valor probatorio”.

En el ordenamiento vigente efectivamente las declaraciones del funcionario 
siguen teniendo el carácter de auténticos por aplicación del citado artículo 77 
de la LORC, que remite implícitamente a los artículos 135792, 135993 y 136094 del 
CC. Aunque la estricta aplicación de la última norma respecto de la generalidad 
de las actas del estado civil resulta dudosa, pues no siempre existen “partes” (en 
plural) 95. De allí que el ámbito especial del Estado Civil se aclara que no presenta 
la misma forma de impugnación la manifestación del funcionario que la del 
simple declarante; pues el primero precisa de la tacha de falsedad96, mientras 

89	Pues es de observar que el propio art. 17, núm. 3 de la LORC prevé la posibilidad de registrar la 
unión de hecho por “decisión judicial”.

90	Véase: Graterón Garrido, ob. cit., pp. 118 y 119.
91	Véase: TSJ/SCC, Sent. Nº 125 del 11-3-14, “El acta o partida de nacimiento de un ciudadano, 

constituye un documento público que emana de un funcionario público autorizado por la Ley 
para dar fe pública de los actos relacionados con el Registro Civil en los cuales interviene, y por lo 
tanto tiene carácter de auténtico. De ahí que su valor es absoluto, erga omnes y por ello puede ser 
opuesto a todo el mundo. El artículo 457 del Código Civil preceptúa que los actos del estado civil 
(entiéndase por ello los nacimientos, matrimonios y defunciones), registrados con las formalidades 
exigidas en este Título, tendrán el carácter de auténticos respecto de los hechos presenciados por 
la Autoridad”; TSJ/SConst., Sent. Nº 767 del 18-6-15, 

92	“Instrumento público o auténtico es el que ha sido autorizado con las solemnidades legales por 
un Registrador, por un Juez u otro funcionario o empleado público que tenga facultad para darle 
fe pública, en el lugar en que el instrumento se haya autorizado”.

93	“El instrumento público hace plena fe, así entre las partes como respecto de terceros, mientras no 
sea declarado falso: 1ª de los hechos jurídicos que el funcionario público declara haber efectuado, 
si tenía facultad para efectuarlos; 2ª de los hechos jurídicos que el funcionario público declara 
haber visto u oído, siempre que esté facultado para hacerlos constar”.

94	“El instrumento público hace plena fe, así entre las partes como respecto de terceros, de la verdad 
de las declaraciones formuladas por los otorgantes acerca de la realización del hecho jurídico a que 
el instrumento se contrae, salvo en los casos y con los medios permitidos por la ley se demuestre 
la simulación”.

95	Esto pues la generalidad de las partidas –a diferencia contractual– no tiene propiamente “partes” 
en “plural” (como es el caso de la de nacimiento o defunción) salvo la de matrimonio; cabe ob-
servar que no puede ser exigible la simulación porque en materia filiatoria resulta simplemente 
suficiente la no correspondencia con la verdad. De allí que el artículo referido no se adapta a la 
naturaleza de las partidas a diferencia del antiguo 457 CC.

96	Véase: Graterón Garrido, ob. cit., p. 118, para tachar de falsedad un documento público es nece-
sario intentar el juicio de tacha de falsedad (vía principal) o redargüirse incidentalmente por las 
causales taxativas del artículo 1380 CC.
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que el segundo no (sus afirmaciones se tienen por ciertas hasta prueba en 
contrario97), las cuales podrían ser desvirtuadas en el curso del correspondiente 
procedimiento judicial. Pues efectivamente, al funcionario no le constan todos 
los hechos referidos en el acta: él puede dar fe únicamente de lo que le consta y 
sólo ello presenta el carácter de auténtico, por ejemplo que en determinada fecha 
compareció el declarante e hizo cierta afirmación; pero aunque dicho funciona-
rio trate de verificar la regularidad del hecho (por ejemplo mediante la respectiva 
constancia médica de nacimiento o defunción) generalmente éste no le consta. 
De allí que la impugnación del acta precisa distinguir las declaraciones del fun-
cionario de las que no lo son, solo las primeras son atacables mediante la tacha98.

El artículo 457 del CC disponía: “Los actos del estado civil registrado con 
las formalidades preceptuadas en este Título, tendrán el carácter de auténticas 
respecto de los hechos presenciados por la autoridad. Las declaraciones de los 
comparecientes, sobre hechos relativos al acto, se tendrán como ciertas hasta 
prueba en contrario. Las indicaciones extrañas al acto no tendrán ningún 
valor, salvo disposición especial” (Destacado nuestro). Ahora bien, aun cuando 
la LORC derogó el Capítulo I “De las partidas en general” del Título XIII del 
CC que incluye el citado artículo 457 del CC, pareciera que dicha disposición 
seguirá teniendo aplicación por principio general en materia de partidas, pues 
no todas las menciones de éstas tendrán el mismo valor de los documentos 
públicos, ya que las declaraciones de las partes o declarantes que no le constan 
al funcionario simplemente han de tenerse como ciertas salvo prueba en con-
trario99, por lo que su forma de atacar no sería la tacha de falsedad. El carácter 

97	Véase: ibid., p. 119, a veces son falsas las declaraciones hechas por los declarantes y el funcionario 
público toma las declaraciones como se las suministran. Si un tercero quiere demostrar su false-
dad, no necesita la tacha pues ésta sólo hace fe hasta prueba en contrario, la cual se administra 
mediante condiciones de derecho común. 

98	Véase: TSJ/SCC, Sent. Nº 00172 del 11-3-04, “La interpretación armonizada de los referidos artícu- 
los permiten determinar que el funcionario público ante quien se reconoce un niño, no tiene com-
petencia para dar certeza de las declaraciones rendidas ante él, sobre hechos que no presenció, los 
cuales están sujetas a impugnación y pueden ser desvirtuadas mediante prueba en contrario… La 
tacha no es el único medio para impugnar la partida de nacimiento. El reconocimiento de un niño 
supone la declaración de un particular sobre hechos jurídicos que el funcionario no presenció y, 
por ende, no tiene competencia para dar fe o certeza de los mismos. En ese caso, los hechos refe-
ridos al funcionario público deben presumirse ciertos, salvo que resulte demostrada su falsedad 
mediante prueba en contrario, todo ello de conformidad con lo previsto en los artículos 1.359 y 
457 del Código Civil”; TSJ/SCS, Sent. Nº 93 del 3-5-00, “En el caso de la partida de nacimiento, será 
necesaria la tacha de falsedad si se pretende que no es cierto que el funcionario haya recibido la de-
claración de conocimiento sobre la filiación; en tanto que el contenido del documento, se combate 
en los supuestos y con los medios probatorios previstos en las disposiciones especiales de la ley…”.

99	 Véase entre otras refiriendo dicha norma con posterioridad a la LORC: Juzgado Segundo de 
Municipio de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 17-1-11, 
http://lara.tsj.gov.ve/decisiones/2011/enero/2149-17-AP31F2010002507-.html “La inteligencia de 
la norma jurídica in comento pone de manifiesto, que los hechos que se hacen constar en las 
partidas el estado civil, se encuentran amparados por una presunción de certeza iuris tantum, 
en cuanto a su veracidad”; Juzgado de los Municipios Independencia y Libertad de la Circuns-
cripción Judicial del Estado Táchira, Sent. 25-2-11, http://barinas.tsj.gov.ve/decisiones/2011/
febrero/1358-25-1723-2010-41.html (del mismo tribunal: Sent. 24-2-11 http://jca.tsj.gov.ve/
decisiones/2011/febrero/1358-24-1725-2010-35.html); Juzgado del Municipio Ribero del Primer 
Circuito Judicial del Estado Sucre, Sent. 29-3-11, http://sucre.tsj.gov.ve/decisiones/2011/mar-
zo/1225-29-2011-1176-623.html; Primero de Primera Instancia de Juicio de Protección de Niños, 
Niñas y Adolescentes de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, Sent. 8-4-11, http://jca.tsj.
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de auténticas se limita a los hechos o actos que le constan al funcionario de 
conformidad con el artículo 1.359 del CC. Indicamos que en nuestra opinión 
la indicación que haga la madre del presunto padre de conformidad con el 
artículo 21 de la LPFMP no debería tener el carácter de cierto hasta prueba en 
contrario, pues carece de entero valor probatorio hasta tanto sea establecida 
la filiación paterna100.

Respecto de las menciones extrañas, el citado artículo 457 disponía que las 
mismas no tienen ningún valor, aunque se distinguió en su momento entre 
las menciones extrañas al acto que la ley exigía de las que no, otorgándole a 
las primeras el valor de indicio; y señalando que dicha norma se apartaba del 
artículo 1361 del CC101 que prevé que “las menciones extrañas al acto sólo pue-
den servir de principio de prueba” 102. Por lo que la misma consideración valdría 
respecto del derogado artículo 451 CC que indicaba que “en ninguna partida se 
podrá insertar ni aún indicar, sino únicamente lo que la ley misma exige”, hoy 
en día también por principio se podría llegar a la misma conclusión porque la 
trascendencia y solemnidad de tales actos precisan el estricto cumplimiento 
de las formalidades de ley. En todo caso, tales menciones carentes de valor 
probatorio no viciarían la partida aunque podrían propiciar una rectificación 
por contener “menciones prohibidas”, esto que no exige la ley.

Cada acto o hecho de prueba con la respectiva partida, por lo que no cabe 
por ejemplo pretender la filiación con menciones incidentales contenidas en 
otra partida distinta al acta de nacimiento103. Así por ejemplo, el parentesco 
se acredita con la correspondiente acta o partida104.

gov.ve/decisiones/2011/abril/2435-8-VI21-V-2010-000642-042-11.html; Juzgado Sexto de Muni-
cipio de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 22-3-11, http://cfr.
tsj.gov.ve/decisiones/2011/marzo/2153-22-AP31-F-2011-000020-.html; Juzgado de los Municipios 
Independencia y Libertad de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira, Sent. marzo de 2011, 
http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/2011/marzo/1358-18-1791-2011-63.html.

100	Véase supra VIII.7.2.
101	Véase: CSJ/SPA, Sent. 5-5-83, Jurisprudencia Oscar Pierre Tapia, mayo 83, pp. 61-64; también en 

Jurisprudencia Ramírez y Garay (J.R.G), T. LXXXII, pp. 674 y ss., las indicaciones extrañas al acto 
no tendrán ningún valor, salvo disposición especial. Las que versen sobre hechos relativos al acto 
hacen plena prueba si no se le impugna (presunción iuris tantum) por prueba en contrario: las 
menciones extrañas al acto no ordenadas por la ley no tienen valor salvo disposición especial. Se 
separa el legislador en este caso de su propia prescripción formulada por vía general en el aparte 
único del art. 1361, según la cual las enunciaciones extrañas al acto pueden servir de principio 
de prueba. A juicio de esta Corte la declaración relativa al domicilio de los contrayentes se tiene 
como cierta hasta prueba en contrario.

102	“Igual fuerza probatoria que la determinada en el artículo anterior producen el instrumento 
público y el instrumento privado, entre las partes, aun de las cosas que no han sido expresadas 
sino de una manera enunciativa, con tal que la enumeración tenga una relación directa con el 
acto. Las enunciaciones extrañas al acto sólo pueden servir de principio de prueba”. Véase: TSJ/
SCC, Sent. 10-8-00, “el sentenciador superior estableció que la partida de defunción de la madre 
de la parte actora, sólo prueba el hecho jurídico a que se contrae ese documento público, esto es: 
la muerte de dicha persona. Las enunciaciones relacionadas con la identificación de su madre, 
son extrañas al acto y, por ende, sólo podrían tener el valor de indicio, pero no podría constituir 
la prueba de la filiación, como fue establecido por el juez de alzada”.

103	Véase: Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil y Mercantil de la Circunscripción Judicial 
del Estado Guárico, Sent. 2-3-06, http://guarico.tsj.gov.ve/decisiones/2006/marzo/390-2-16.507-.html.

104	Véase: TSJ/SConst., Sent. Nº 516 del 2-6-10, 
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Por su parte, el artículo 71 LORC dispone: “Las actas del Registro Civil 
certificadas electrónicamente, tendrán la misma eficacia probatoria de los 
documentos públicos, sin perjuicio de lo establecido en las leyes que rigen la 
materia sobre la transmisión de datos y firmas electrónicas”105.

8. Rectificación, nulidad e inserción de partidas

8.1. Rectificación106

Dispone el artículo 50 de la LORC: “Las actas, asientos y datos contenidos 
en los archivos del Registro Civil no podrán ser objeto de modificaciones o 
supresiones, salvo las que se permiten por esta Ley o por sentencia judicial 
definitivamente firme”.

La rectificación de partidas supone una corrección jurídica del acta. Con 
base a los formalmente derogados artículos 462 y 451 del CC la doctrina había 
referido los supuestos de procedencia de la rectificación de partidas, a saber, 
en caso de errores, omisiones o menciones prohibidas107 y que siguen siendo 
105	Véase también artículo 155: “Los registradores o las registradoras civiles acreditarán la existencia 

o inexistencia de inscripciones y anotaciones contenidas en sus archivos, para el momento de la 
solicitud de las certificaciones de sus asientos. En ningún caso, podrá exceder de tres días hábiles. 
Estas certificaciones tendrán pleno valor probatorio. El Consejo Nacional Electoral establecerá 
mediante resolución los requisitos y procedimientos relativos a las certificaciones”; Reglamento…, 
arts. 118-121.

106	Véase: Graterón Garrido, ob. cit., pp. 119-125; Varela Cáceres, Edison Lucio: Visión jurispruden-
cial: rectificación de las actas del Registro del Estado Civil. En: Revista Venezolana de Legislación 
y Jurisprudencia Nº 3, 2013, pp. 385 y 386 (www.rvlj.com); Guite Andrade, Tomas Enrique: El 
procedimiento de rectificación de partidas y nuevos actos del estado civil. Caracas, Universidad 
Central de Venezuela, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, Centro de Estudios de Postgrado, 
2011 (presentado igualmente para ascender a la categoría de profesor asistente ante la misma 
facultad). Véase aunque con anterioridad a la LORC: Domínguez Guillén, María Candelaria: La 
rectificación de partidas: referencia sustantiva y algunas notas procedimentales. En: Revista de 
la Facultad de Ciencias jurídicas y Políticas Nº 135, Caracas, Universidad Central de Venezuela, 
2010, pp.245-311; Domínguez Guillén, María Candelaria: La rectificación administrativa de partidas. 
En: Homenaje a Aníbal Dominici. s/l, Ediciones Liber, 2008, pp. 227-263; Varela Cáceres, Edison 
Lucio: La rectificación de las actas del registro del estado civil por errores materiales, regulada en 
la Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes, En: Revista de la Facultad de 
Ciencias jurídicas y Políticas Nº 135, Caracas, Universidad Central de Venezuela, 2010, pp. 339-
384; Peregrino Pacera, Cosimina: La potestad de rectificación de errores materiales en las actas del 
estado civil de las personas a la luz del Proyecto de Ley Orgánica del Registro Civil. En: Anuario de 
Derecho Público Nº 2. Caracas, Centro de Estudios de Derecho Público de la Universidad Monte 
Ávila, 2008, pp. 161-167.

107	Véase: Brice, Ángel Francisco: Lecciones de Derecho Procesal Civil. Corporación Marca S.A., 1969, 
T. IV, pp. 263 y 264, la rectificación de una partida es la corrección de inexactitudes o errores y 
comprende la rectificación propiamente dicha, así como la adición a los fines de llenar vacíos; Du-
que Sánchez, J.R.: Procedimientos Especiales Contenciosos. Caracas, Universidad Católica “Andrés 
Bello”, Edit. Sucre, 1981, pp. 398 y 399, el autor, siguiendo a Borjas indica que el procedimiento 
se utiliza para corregir inexactitudes, irregularidades o deficiencias; Borjas, Arminio: Comentarios 
al Código de Procedimiento Civil Venezolano. Buenos Aires, Editorial Biblioamericana Argentina-
Venezuela, 1947, T. VI, p. 147; Sánchez Noguera, Abdón: Manual de Procedimientos Especiales 
contenciosos. Venezuela, Ediciones Paredes, 2ª edic., 3ª reimpresión, 2006, pp. 466 y 467, además 
de constitución de actas, rectificación de asientos y errores materiales; DFMSC1, Sent. 24-4-61, 
Jurisprudencia de los Tribunales de la República, T. IX, pp. 731 y 732, toda mención inexacta 
cualquiera que ella sea está sujeta a rectificación: errores de ortografía, sexo del niño, la mención 
del domicilio, o la identidad. Así como las menciones omitidas que debe desaparecer igualmente 
mediante un procedimiento de rectificación; Juzgado Tercero de Primera Instancia en lo Civil, 
Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 
22-2-11, http://caracas.tsj.gov.ve/decisiones/2011/febrero/2118-22-AP11-F-2009-000265-.html “la 
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los mismos con la entrada en vigencia de la LORC108. La inexactitud supone 
un error o impropiedad, a saber, una mención o dato incorrecto109, ya sea en su 
totalidad, o en alguna sílaba o letras; la omisión o vacío, se traduce en una caren-
cia, esto es, en el olvido o no inclusión en el texto de un dato o mención que la 
ley precisa y que pudiera ser relevante110; finalmente, la mención prohibida que 
actualmente también podría denominarse mención innecesaria no es más que 
una referencia por demás, porque la ley no la requiere. Ésta última –aunque 
es susceptible de rectificación– no tiene valor probatorio alguno y no afecta 
el valor de la partida111. De allí que no obstante, la derogatoria de los referidos 
artículos 451 y 457 CC, la consecuencia según señalamos bien podría seguir 
siendo la misma, en el sentido que las menciones no exigidas por la ley no 
tienen valor probatorio112 y son susceptibles de rectificación. Creemos así que, 
a pesar de la citada derogatoria, los supuestos de procedencia de rectificación 
de partidas seguirán siendo los mismos, pues en esencia se trata de casos que 
requieren una corrección.

Cualquier error o impropiedad del acta da lugar a una inexactitud suscepti-
ble de rectificación; la mención que la ley imponga en una partida y que no sea 
colocada da lugar a una omisión o vacío, de allí que su procedencia depende 
de la voluntad de la ley, por lo que las mismas pudieran verse modificadas 
en una reforma legislativa. Tal es el caso de la referencia a las capitulaciones 

rectificación de un acta del estado civil, procede cuando existe alguna inexactitud o error mate-
rial en su texto; igualmente cuando exista alguna omisión o que faltara alguno de los requisitos 
señalados por la ley”.

108	Véase: Graterón Garrido, ob. cit., p. 120, la rectificación supone que existe un acta inscrita en los 
registros y que se modifica: cuando el acta es incompleta por no tener todos los datos necesarios, 
cuando es inexacta o cuando contenga datos prohibidos. 

109	Véase: Berroa, Roberto: La rectificación por error material de la actas de Registro Civil en la Re-
pública Dominicana. En: http://www.monografias.com/trabajos63/rectificacion-actas-registro.../
rectificacion-actas-registro-civil-dominicano2.shtml “En nuestro país son frecuentes los errores 
en las actas del Registro Civil, pues las improvisaciones a la hora de declarar un recién nacido 
abundan”.

110	Véase: García-Galán y Carabias, Eduardo: El Registro Civil. Madrid, edit. Plutarco Talleres Alarcón, 
1941, refiere el autor que el error es una equivocación en tanto que la omisión es una falta; López 
Alfonso, Francisca: El Registro, Rectificación e Inserción de Partidas de Nacimiento. En: Compe-
tencia de los Asistentes Jurídicas del INAM y de los Procuradores de Menores. Caracas, Fiscalía 
General de la República, Publicaciones del Instituto de Estudios Superiores del Ministerio Público, 
Nº 5, 1982, pp. 44 y 45.

111	Véase: Duque Sánchez, ob. cit., p. 405, “En todo caso, no habrá necesidad de rectificar las partidas, 
pues el legislador al declarar que esas menciones no tienen ningún valor, dejó sentado que las 
mismas no vician o anulan la partida que las contienen, ya que lo útil no se vicia por lo inútil, como 
señala la hermenéutica”; Febres Cordero, Eloy: Registro Civil en Venezuela. Comentarios y Jurispru-
dencia. Mérida, Facultad de Derecho, Universidad de los Andes, 1969, p. 35, “Por consiguiente, 
toda mención o texto no indicado en las disposiciones legales, carece de valor y debe tenerse por 
no puesto”; Duque Sánchez, ob. cit., pp. 405-407, como dato curioso el autor transcribe ejemplos 
de menciones extrañas en algunas partidas que considera tienen un valor histórico-jurídico: “…la 
enfermedad de que murió no se pudo averiguar perfectamente porque no dio tiempo para llamar 
al facultativo”; “…el niño que tengo el honor de presentaros señor Jefe Civil… tiene por nombre 
Pedro, por haber nacido el día de San Pedro…”; “…Murió, pues, de vieja y quiera Dios que de eso 
muera yo”.

112	Pues según indicamos supra la aplicación del artículo 1361 CC (que prevé que las menciones 
extrañas pueden servir de principio de prueba) a un instrumento especial y trascendente como 
el acta del estado civil, llevaría a consecuencias absurdas. 
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matrimoniales que no era exigida en el CC a diferencia de la LORC113, lo que 
marcaría la diferencia entre una mención prohibida y una mención necesaria 
según la exigencia del Legislador.

Esto por cuanto, las partidas del estado civil deben contener una serie de 
menciones que la ley precisa114. La “rectificación” de partidas, se concibe así 
como la corrección jurídica del acta del estado civil en razón de que presenta 
alguna inexactitud, omisión o mención prohibida115.

La rectificación o corrección, del acta puede tener lugar por vía adminis-
trativa o por vía judicial (LORC, art. 144)116. “La rectificación de las actas en 
sede administrativa procederá cuando haya omisiones de las características 
generales y específicas de las actas, o errores materiales que no afecten el fondo 
del acta” (LORC, art. 145)117. La norma permite incluir en la rectificación admi-
nistrativa no solo los errores materiales (inexactitudes) sino las omisiones, esto 
es, de las menciones generales y específicas que por ley precisen las actas118. 
La respectiva solicitud en sede administrativa (LORC, art. 147119) tendrá lugar 
siguiéndose el procedimiento pertinente (LORC, art. 148120). Normativa de 
rango sublegal ha desarrollado aspectos procedimentales121.
113	Véase: CC, art. 89; LORC, art. 104, núm 5. Vale indicar lo mismo respecto a la pretendida indica-

ción del nombre del presunto padre que hace el artículo 21 de la LPFMP y que con anterioridad 
constituía una mención prohibida. Creemos que hoy en día dicha mención simplemente da 
inicio al procedimiento administrativo previsto en los artículos siguientes a los fines de instar al 
reconocimiento de la paternidad. 

114	Sobre la importancia de tales menciones, véase: Dominici, ob. cit., pp. 339 y 340.
115	Domínguez Guillén, La rectificación de partidas…, p. 249.
116	Véase con relación al hábeas data: Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, GO Ext. 5991 

de 29-7-10, “Proceso sumario de corrección. Artículo 175.
117	Véase: Reglamento…, arts. 87-98.
118	Situación que no estaba clara con anterioridad, pues para algunos las omisiones se traducían en 

afectaciones de fondo; Domínguez Guillén, La rectificación de partidas…, pp. 275 y 276.
119	“La solicitud de rectificación en sede administrativa debe contener:
	 1. Identificación completa del o de la solicitante o, en su defecto, de la persona que actué (sic) 

como su representante legal.
	 2. Identificación del acta cuya rectificación se solicita.
	 3. Motivos en que se fundamenta la solicitud.
	 4. Identificación y presentación de los medios probatorios, si fuere el caso.
	 5. Dirección del lugar donde se harán las notificaciones al o la solicitante.
	 6. Firma del solicitante o de su representante legal.
	 El incumplimiento de cualquiera de los requisitos antes señalados producirá la inadmisibilidad 

de la solicitud”. 
120	“La solicitud de rectificación del acta del estado civil, por omisiones o errores materiales que no 

afecten el contenido de fondo del acta, será presentada ante el registrador o la registradora civil. Se 
formará un expediente con la solicitud y los recaudos que la acompañan, debiendo pronunciarse 
la autoridad competente en un plazo no mayor de ocho días hábiles a la presentación de la misma. 
Decidida de forma negativa la solicitud de rectificación del acta, o vencido el lapso establecido 
en el párrafo anterior sin que se haya dado respuesta, el interesado o la interesada podrá ejercer 
dentro de los quince días hábiles siguientes, recurso de reconsideración ante el mismo funcionario 
o funcionaría que negó la rectificación; dicho recurso deberá decidirse en el plazo de diez días 
hábiles. La decisión del registrador o registradora civil agota la vía administrativa. Agotada o no 
esta vía, el interesado o la interesada podrá acudir a la jurisdicción contencioso administrativa, 
salvo las excepciones establecidas en la presente Ley”.

121	Véase: CNE, Resolución mediante la cual se resuelve dictar el Instructivo relativo a los criterios únicos 
de Rectificación de Actas o cambio de nombres en sede administrativa, G.O. Nº 40.178 del 30-5-13. 
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El error material se opone al error que pudiera afectar el fondo del acta; 
situación fáctica que dependerá del examen del caso concreto122 y está en-
comendado en la actualidad al órgano administrativo, lo que podrá generar 
conflictos de jurisdicción entre éste último y el órgano jurisdiccional123, por 
lo que el Máximo Tribunal en Sala Político Administrativa reconoce que ello 
generaría una dilación perjudicial al actor124, lo que ya había interpretado con 

122	Véase: Varela Cáceres, La rectificación…, pp. 361-365, “La identificación del tipo de error requiere 
de un juicio del órgano administrativo… el asunto está envuelto de una casuística y relatividad 
enorme, que a lo sumo demanda ponderación y sindéresis en la actuación, lo que dicho, para no 
lesionar la finalidad del registro del estado civil que es otorgar seguridad jurídica de los hechos 
o actos en él inscritos”. (ibid., p. 365). 

123	Véase entre otras: Juzgado Tercero (3º) de Primera Instancia de Juicio del Circuito Judicial del 
Tribunal de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes de la Circunscripción Judicial del Área 
Metropolitana de Caracas y Nacional de Adopción Internacional, Sent. 12-810, http://cfr.tsj.gov.
ve/decisiones/2010/agosto/2461-12-AP51-V-2010-005481-PJ0552010000069.html ; Juez Uniperso-
nal Nº XVI de la Sala de Juicio del Circuito Judicial del Tribunal de Protección de Niños, Niñas 
y Adolescentes de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 8-7-10, 
http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/2010/julio/2091-8-AP51-V-2010-003691-PJ0252010000501.html. 
“De la transcripción de los anteriores artículos, constata este Juzgador que nos encontramos en 
presencia de un error material de forma, por lo que resulta forzoso para quien aquí suscribe, de-
clarar la presente acción inadmisible (en el mismo sentido: http://falcon.tsj.gov.ve/decisiones/2010/
marzo/181-18-s-n-s-n.html); Juzgado Tercero de los Municipios Maturín, Aguasay, Santa Bárbara y 
Ezequiel Zamora de la Circunscripción Judicial del Estado Monagas, Sent. 16-3-10, http://zulia.tsj.
gov.ve/decisiones/2010/marzo/1871-16-2840-.html es por ello que no le queda mas a este Juzgado 
que inadmitir la presente acción, puesto que la misma contraría la disposición legal establecida 
en los artículos 144 y 145 de la Ley Orgánica de Registro Civil…; Juzgado Segundo del Municipio 
Simón Bolívar de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui, Sent. 2-7-10, http://anzoategui.
tsj.gov.ve/decisiones/2010/julio/1073-2-BP02-S-2010-001596-01171.html debe ser rectificada en 
sede administrativa y no judicial. En razón de lo antes expuesto, este Tribunal declara su falta de 
jurisdicción para conocer de la solicitud de Rectificación de Acta de Nacimiento… En consecuencia, 
remítanse al Ente antes mencionado las presentes actuaciones a los fines de su trámite; Juzgado 
del Municipio Rómulo Gallegos de la Circunscripción Judicial del Estado Apure y Municipio 
Arismendi del Estado Barinas, Sent. 6-5-10, Exp. 897-2010 http://apure.tsj.gov.ve/decisiones/2010/
mayo/459-6-897-2010-.html. “Cabe destacar, que no habiendo sido atribuida en la Ley especial in 
comento, competencia alguna al Poder Judicial en relación a la rectificación de las actas del registro 
civil cuando se trate de su rectificación por errores materiales y; estando derogada por disposición 
expresa la competencia al respecto del Poder Judicial desde el día 15/03/2010, lo procedente es 
determinar la fecha de interposición de la solicitud por ante este despacho a fines de determinar 
el ámbito temporal de aplicación de la Ley y en consecuencia, si tiene o no Jurisdicción el Poder 
Judicial en el caso bajo análisis y así se declara resulta impretermitiblemente conducente declarar 
LA FALTA DE JURISDICCION DEL PODER JUDICIAL, respecto de la Administración Pública, 
de conformidad con lo previsto en el artículo 59 de Código de Procedimiento Civil…”; Juzgado 
Tercero de los Municipios Alberto Adriani, Andrés Bello, Obispo Ramos de Lora y Caracciolo 
Parra Olmedo de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida, Sent. 20-1-11, http://jca.tsj.gov.
ve/decisiones/2011/enero/966-20-1289-11-588.html.

124	Véase: TSJ/SPA; Sent. 00194 de 8-3-12, “estima esta Sala que anular el trámite que actualmente 
cursa en sede jurisdiccional, resultaría un improperio aún más evidente a la tutela judicial efec-
tiva de los derechos de la accionante”; TSJ/SPA, Sent. Nº 01183 del 29-9-11; TSJ/SPA, Sent. Nº 
00245 del 22-2-11, “...que existe un error material en su nombre por aparecer escrito “Vegonia”, 
siendo lo correcto “Begonia”… aprecia la Sala, que sería el órgano administrativo el llamado a 
conocer de la solicitud de autos, no obstante declarar que el Poder Judicial no tiene jurisdicción 
para conocer el presente caso comportaría una dilación perjudicial a la actora que negaría su 
derecho constitucional de tener acceso a una administración de justicia expedita y sin dilaciones 
indebidas; TSJ/SPA, Sent. Nº 00185 de 10-2-11, “este Máximo Tribunal en aras de salvaguardar 
los postulados constitucionales de acceso a la justicia y tutela judicial efectiva… en principio, que 
también es un error material, esta Sala de conformidad con las consideraciones supra señaladas 
debe reiterar que el Poder Judicial sí tiene jurisdicción”; TSJ/SPA, Sent. Nº 00866 del 22-9-10, 
“Analizado el caso concreto, se observa que la solicitud del accionante, llevaría en principio, a 
aplicar el supuesto normativo previsto en el artículo 145 …No obstante, considera esta Sala que 
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anterioridad cuando la LOPNNA de 2007 desarrolló la rectificación administra-
tiva a cargo de los Consejos de Protección125 (posición contraria a la de la Sala 
Constitucional126); interpretación que resolvería un problema práctico-jurídico 
evitando dilaciones perjudiciales127. La LORC también derogó el citado artículo 
462 que preveía la denominada por la doctrina “rectificación administrativa o 
extrajudicial” que tenía lugar una vez levantada si todos los que habían partici-
pado en ella estaban presentes128, aunque el efecto práctico equivalente se logra 
a través del artículo 83 LORC (o anterior 449 CC) relativo a corregir o salvar 
errores antes de la firma (momento ideal a los fines de evitar una rectificación).

La referencia al error material estaba contenida en el derogado artículo 
773 del CPC129 con base al cual la jurisprudencia trató de establecer criterios 
de distinción al respecto130, además de los simples errores en las letras del 
nombre. Así se aclara que la mención del sexo que sería subsumible en error 
material acontece cuando no se trate de cambios de fondo derivados de 
trastornos de género131. La equivocación en un número de la cédula de iden-
tidad constituye para algunos un error material132, mientras que para otros  

en el caso de autos declarar que el Poder Judicial no tiene jurisdicción, comportaría una dilación 
perjudicial al actor, que negaría su derecho constitucional de tener acceso a una administración 
de justicia expedita y sin dilaciones indebidas, al imponerle que acuda ante la Administración 
para hacer valer sus derechos, cuando ya había escogido la vía jurisdiccional, en concreto al Juz-
gado de los Municipios Trujillo, Pampán y Pampanito de la Circunscripción Judicial del Estado 
Trujillo. (Vid. sentencias de esta Sala Nos. 00575 y 00595 de fechas 15 y 23 de Junio de 2010, 
respectivamente). Así se declara”. Véase también: Juzgado de los Municipios José Félix Ribas y 
José Rafael Revenga de la Circunscripción Judicial del Estado Aragua, Sent. 9-2-11, http://aragua.
tsj.gob.ve/decisiones/2011/febrero/236-9-4123-11-.html; Juzgado de los Municipios José Félix Ribas 
y José Rafael Revenga de la Circunscripción Judicial del Estado Aragua, Sent. 30-11-10, http://
aragua.tsj.gob.ve/decisiones/2010/noviembre/236-30-3653-.html; Juzgado Primero de Municipio 
de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 15-2-11, http://cfr.tsj.gov.
ve/decisiones/2011/febrero/2148-15-AP31-S-2011-000196-.html. Véase también comentando 
favorablemente tal criterio: Varela Cáceres, Visión jurisprudencial: rectificación…., pp. 385 y 386.

125	Véase: TSJ/SPA, Sent. Nº 00088 de 22-1-09; TSJ/SPA, Sent. Nº 00744 del 22-7-10 (anterior a la LORC).
126	Véase: Nº 1851 de 28-11-08, Véase referencia a la situación de la rectificación administrativa de 

partidas de menores de edad con anterioridad a la LORC: Domínguez Guillén, la rectificación de 
partidas…, pp. 262-279.

127	Toda vez que significaría una enorme pérdida de tiempo que un error material no sea corregido 
por el Juzgador y que a su vez el funcionario administrativo considere que a él tampoco le compete 
por ser de fondo. Véase a propósito de la situación acontecida anteriormente con los menores de 
edad: Domínguez Guillén, la rectificación de partidas…, p. 275, “pudiera plantearse inclusive un 
conflicto de jurisdicción que lejos de agilizar la corrección de un simple error material, produzca 
un retardo sustancial…”. 

128	Véase: ibid., pp. 260 y 262; Domínguez Guillén, La rectificación administrativa…, p. 261. Recordemos 
que la LORC deroga todo el capítulo I (de las partidas en general) del Título XIII del CC. 

129	Que indicaba que “en los casos de errores materiales cometidos en las actas del Registro Civil, 
tales como cambios de letra palabras mal escritas o escritas con errores ortográficos, trascripción 
errónea de apellidos, traducciones de nombre y otros semejantes, el procedimiento se reducirá a 
demostrar ante el Juez la existencia del error por los medios de pruebas admisibles y el Juez con 
conocimiento de causa resolverá lo que considere conveniente. En tal norma se inspira el citado 
artículo 175 de la LOTSJ al referirse al hábeas data.

130	Véase: Domínguez Guillén, La rectificación de partidas…, pp. 296-300.
131	Véase: ibid., pp. 296 y 298.
132	Véase: Juzgado de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado 

Lara, Sent. 3-3-08, Exp. KP02-S-2008-001724, http://www.jca.tsj.gov.ve/decisiones/2008/marzo/645-
3-KP02-5-2008-001724.html; Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y Agrario 
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no133. Los errores relativos al año del nacimiento, para algunos no constituyen 
error material porque dicho dato es fundamental en cuanto a la edad e iden-
tidad de la persona134. La normativa dictada por el CNE contiene una norma 
relativa al error material: “Se consideran errores materiales que no afecten el 
fondo de las actas, aquellos que obedecen a omisiones o errores de transcripción 
en la escritura de las letras, palabras, números y signos ortográficos; alterando 
la integridad de los datos que permiten identificar a las personas, hechos, lu-
gares, fechas y documentos que se registran en el acta; y los que son producto 
de enmendaduras, interlineados o tachaduras, siempre que no se encuentren 
salvadas al final del acta”135. Se aprecia que esta última norma concede un 
espectro más amplio a favor del error material pues incluye los números.

La rectificación judicial acontece ante la presencia de errores u omisiones de 
fondo, que escapan del conocimiento del simple ente administrativo. Indica 
el artículo 149 LORC: “Procede la solicitud de rectificación judicial cuando 
existan errores u omisiones que afecten el contenido de fondo del acta, debiendo 
acudirse a la jurisdicción ordinaria”. Vale recordar que las “omisiones” de las 
características generales y específicas de las actas son rectificables por vía 
administrativa de conformidad con el citado artículo 144 eiusdem, por lo que 
la omisión rectificable en sede judicial es aquella que afecta el fondo del acta; 
distinción que no siempre será sencilla. Ha de considerarse que la omisión 
por definición es un dato que la ley precisaba y fue olvidado; aquella omisión 
obvia que se derive de las pruebas instrumentales de ley, sería rectificable 
por vía administrativa.

Cabe agregar que amén de los errores y omisiones que afecten el fondo de la 
partida, las menciones prohibidas también serían competencia del ente judicial, 

de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, Sent. 1-8-06, Exp. 52.605, http://amazonas.tsj.
gov.ve/decisiones/2006/agosto/721-1-52.605-.html; Tribunal de Protección del Niño, Niña y del 
Adolescente de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas y Nacional de Adop-
ción Internacional, Juez Unipersonal. Sala de Juicio Nro. 2 , Sent. 29-1-09, AP51-V-2007-019569, 
http://merida.tsj.gov.ve/decisiones/2009/enero/2077-29-AP51-V-2007-019569-PJ0022009000124.
html; Tribunal de Protección del Niño, Niña y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del 
Área Metropolitana de Caracas y Nacional de Adopción Internacional, Juez Unipersonal Nº 10, 
Sent. 9-2-09, Exp. AP51-V-2009-000976, http://falcon.tsj.gov.ve/decisiones/2009/febrero/2085-9-
AP51V2009000976-PJ0102009000154.html.

133	Véase: TSJ/SPA; Sent. 00705 del 13-7-10, “...estima esta Sala, contrariamente a lo expresado por el 
Tribunal remitente, que el número de la cédula de identidad constituye un dato fundamental para 
la identificación de la persona natural, por lo que su equívoca expresión (máxime en supuestos 
en los que, como indica el solicitante, se sustituye por una nomenclatura totalmente distinta) no 
representa un simple error material, ya que estos están referidos a “… cambio de letras, palabras 
mal escritas o escritas con errores ortográficos, transcripción errónea de apellidos, traducciones de 
nombre, y otros semejantes”, según lo dispuesto en el artículo 773 del Código de Procedimiento 
Civil (aplicable ratione temporis)”; 

134	Véase: TSJ/SPA, Sent. Nº 00088 del 22-1-09, exp. 2008-0920; Tribunal Segundo de Municipio 
Ordinario y Ejecutor de Medidas de los Municipios Maracaibo, Sent. 30-3-2015, Exp. 2467, http://
zulia.tsj.gob.ve/DECISIONES/2015/MARZO/3027-30-S13-30-03-2015-2467-13.HTML “señalando 
que la misma presenta un error material con respecto a la fecha de su nacimiento, en virtud de 
que el funcionario plasmó como el día de nacimiento el dieciocho (18) de febrero del año próximo 
pasado, cuando debió indicar que se trataba del mismo año 1971. No obstante, de un análisis a la 
partida de nacimiento in comento, esta Jurisdicente observa que tal error es de carácter de fondo, 
ya que la rectificación recae sobre la fecha de nacimiento de la persona natural”.

135	Véase: Reglamento…, art. 89.
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por vía del procedimiento de rectificación de partidas y otros cambios del esta-
do civil (CPC, arts. 768 al 774) al que nos hemos referido en otra oportunidad136, 
siendo derogado expresamente el artículo 733 del CPC relativo al procedimien-
to sumario judicial ante simples errores materiales137. Si se trata de menores de 
edad la LORC remite a la jurisdicción especial (art. 156), debiendo considerarse 
el procedimiento previsto en los artículos 511 y ss. con especial inclusión 
del 516 de la LOPNNA138. La rectificación administrativa en caso de simples 
errores materiales estaba prevista con anterioridad a la LORC en la LOPNNA, 
a cargo de los Consejos de Protección139, cuyo artículo 516 solo en lo que res-
pecta a las facultades del Consejo de Protección fue derogado expresamente140. 

Cabe referir que la rectificación supone una corrección jurídica que será sub-
sanada en lo sucesivo por vía de nota marginal (CC, arts. 502 y 503141; LORC, 
art. 152). Se ha señalado que la nota marginal colocada por error en un acta 
debe ser igualmente corregida por vía del procedimiento de rectificación de 
partidas142. Se agrega que la rectificación de “partidas” supone precisamente 
un acta del estado civil, por lo que se ha indicado que no procede judicialmente 
la rectificación de instrumentos distintos como es el caso de la constancia de 
nacimiento o la historia clínica143, así como respecto de instrumentos admi-
nistrativos que contengan errores y sean necesarios a los efectos del acta, los 
cuales deben ser corregidos previamente144.

136	Véase sobre tal procedimiento: Domínguez Guillén, La rectificación de partidas…, pp. 285-295. 
Véase también sobre el carácter del procedimiento: Varela Cáceres, Visión jurisprudencial: recti-
ficación…., pp. 384-386.

137	Véase: LORC, disposición derogatoria tercera. 
138	Véase LOPNNA, art. 177, parr 2º, letra i: ibid., pp. 304-311; Varela Cáceres, Visión jurisprudencial: 

rectificación…., pp. 378 y 379.
139	Véase: arts. 126, lit. f, 516, Domínguez Guillén, La rectificación de partidas…, pp. 262-279; Varela 

Cáceres, La rectificación…, pp. 361-365.
140	Véase: LORC, disposición derogatoria quinta.
141	Véase también sobre los efectos de la decisión: CC, artículo 504.
142	Véase: DFMSCM1, Sent. 8-11-89, Jurisprudencia Ramírez y Garay (J.R.G.), T. CX, pp. 21 y 22, la 

nota marginal colocada por error en una partida de matrimonio debe ser eliminada por vía de la 
acción de rectificación y no por tacha de falsedad; Juzgado de los Municipios Jáuregui, Antonio 
Rómulo Costa, Seboruco, José María Vargas y Francisco de Miranda de la Circunscripción Judi-
cial del Estado Táchira, Sent. 30-4-10, Exp. Nº 1205-2010, http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/2010/
abril/1349-30-1205-2010-518.html CON LUGAR la solicitud de Rectificación de la nota marginal 
existente en el acta de Nacimiento Nº 11 de fecha 05 de enero de 1957; Juzgado Cuarto de Muni-
cipio de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 28-5-13, Exp. AP31-
S-2013-002852, http://caracas.tsj.gov.ve/decisiones/2013/mayo/2151-28-AP31-S-2013-002852-.htm 

143	Véase: Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Cir-
cunscripción Judicial del Estado Táchira, Sent. 7-8-07, http://bolivar.tsj.gov.ve/decisiones/2007/
agosto/1328-7-19273-.html. “El Tribunal observa, según lo establecido en el artículo 769 del Código 
de Procedimiento Civil, que el solicitante indica rectificación pero NO de un acta de Registro 
Civil, sino de un documento administrativo emitido por un Hospital tal y como lo es la Historia 
Clínica signada con el No. 153.477. Aparte de lo solicitado en ningún momento fundamentó la 
rectificación planteada…NIEGA la admisión de la presente solicitud, debido a que un Tribunal no 
está autorizado por la Ley para ordenar rectificar un documento administrativo de control como 
lo son los llevados por los hospitales aunque estos sean referentes a un control estadístico de 
nacimientos, ni mucho menos la rectificación de una historia clínica y así formalmente se decide”.

144	Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil y Mercantil de la Circunscripción Judicial del 
Estado Zulia, Sent. 4-10-07, http://zulia.tsj.gov.ve/decisiones/2007/octubre/513-4-54.162-1.091.



239Manual de Derecho Civil I (Personas)

Las modificaciones sobrevenidas del estado no constituyen error en las 
actas145. Al efecto se indica que el artículo 769 del CPC permite subsumir en el 
procedimiento en cuestión no solo las “rectificaciones” de las actas del estado 
civil, sino también los cambios o variaciones de la misma, tales como correc-
ción de nombre146 (la norma expresamente alude “o el cambio de su nombre”), 
en supuestos distintos a los que propicien el cambio por vía administrativa, 
cambio de sexo en el supuesto excepcional de trastornos de género ( transe-
xualidad o hermafroditismo)147, cambios de la cédula de identidad de una de 
las personas que figuran en la partida148, y cualquier otro cambio posible que 

html. Ahora bien, analizados todos los recaudos consignados, y en especial observancia a la 
Gaceta Oficial, donde el Estado otorga la nacionalidad al ciudadano…, así como a la copia simple 
de la Cédula de identidad Nº…., del mencionado ciudadano, se evidencia la existencia de un error 
material en el nombre del solicitante, es por lo que este Sentenciador insta a la parte solicitante a 
tramitar de manera administrativa o procedimiento administrativo ante los Órganos competentes 
el error contenido en la Gaceta Oficial Nº 3.097 Extraordinaria, de fecha 10 de febrero de 1983 
y posteriormente rectificar el error material contenido en el Acta de Matrimonio, signada con 
el Nº 165, ante un Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Mercantil de esta Circunscripción 
Judicial. Así se establece.

145	Véase: de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes de la Circunscripción Judicial del Estado 
Zulia, Sala de Juicio, Juez Unipersonal Nº 3, Sent. 16-7-10, http://zulia.tsj.gov.ve/decisiones/2010/
julio/523-16-15855-42.html. “Ahora bien, examinado el contenido del acta de nacimiento y ana-
lizados los alegatos de la solicitante, considera este Juez que en el presente caso, el cambio de 
nacionalidad no encuadra dentro de los supuestos previstos en la ley para la rectificación, ya 
que la nacionalidad de la progenitora al momento de la presentación era colombiana y cuando la 
partida no contiene errores, omisiones ni menciones prohibidas, no puede pretenderse mediante 
una solicitud de rectificación de acta”.

146	Véase: Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito y de Protección del Niño y del Ado-
lescente de la Circunscripción Judicial del Estado Vargas, Sent. 1-7-05, http://vargas.tsj.gov.ve/
decisiones/2005/julio/128-11479-980.html “Lo que sucede es que rectificación es sinónimo de 
corregir imperfecciones, errores o defectos de una cosa ya hecha, lo que no ocurrió en el pre-
sente caso, por cuanto el acta de nacimiento no contenía imperfecciones, errores o defectos, por 
tanto, como quedó dicho, no es propiamente una rectificación, sino una verdadera modificación, 
consistente en un cambio de nombre que, para beneficio de la solicitante, va a coincidir con el 
que siempre (desde hace setenta y un (71) años) ha utilizado y con el que ha realizado la gran 
mayoría de los actos de su vida civil”; de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y Agrario de la 
Circunscripción Judicial del Estado Táchira, Sent. 18-3-08, http://tachira.tsj.gov.ve/decisiones/2008/
marzo/1331-18-7655-.html “los citados artículos 768 y 769 del Código Adjetivo aluden al procedi-
miento que nos ocupa para cambios y ciertamente desde una concepción amplia y constitucional 
del estado civil, se estima que la rectificación planteada ha de ser resuelta de conformidad con el 
procedimiento establecido en el artículo 769 eiusdem”.

147	Toda vez que el error en el sexo pudiera responder también a un simple error material y no a un 
cambio de fondo derivado de trastornos de género. Véase: Domínguez Guillén, Algunas sentencias…, 
pp. 72-84; Domínguez Guillén, La rectificación…, pp. 297 y 298; Juzgado Primero de Primera Instan-
cia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, Sent. 
28-10-05, Exp. Nº 23.659 http://miranda.tsj.gov.ve/decisiones/2005/octubre/101-28-23.659-.html.

148	Véase: Juzgado Unipersonal Nº 1 de la Sala de Juicio del Tribunal de Protección de Niños, Niñas y 
Adolescentes de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, con sede en Puerto Cabello, Sent. 
9-4-08, Exp. 01J-3254/05, “… Entendiéndose que, si la partida no contiene errores, omisiones ni 
menciones prohibidas, su rectificación no es procedente; tampoco será procedente la rectificación 
cuando no exista partida, caso en el cual debe preverse una prueba supletoria del estado civil; ni 
cuando la reforma de la partida produzca los mismos efectos que una acción de estado civil, caso 
en el cual lo que procede es intentar la acción de estado correspondiente. Por lo que no puede 
pretenderse rectificar un acta cuando posteriormente ha variado el estado civil de las personas 
intervinientes, como sería el caso en estudio en que la madre de las adolescentes, después de la 
inscripción de ellas en el Registro Civil, cambió su nacionalidad y número de cédula de identidad. 
Ahora bien, del contenido del escrito de solicitud se desprende que la pretensión no está dirigida 
a la rectificación de las Actas de Nacimiento de las adolescentes, y así lo entiende esta Juzgadora, 
sino a la inserción de la nueva numeración de la cédula de identidad de la madre mediante una 
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sea necesario reflejar en el acta149. Así pues, del citado artículo 769 del Código 
Adjetivo se deriva como indica el título del procedimiento bajo análisis “De 
la rectificación y nuevos actos del estado civil” que por el presente proceso se 
tramitan no solamente las “rectificaciones” de partidas propiamente dichas (in-
exactitudes, omisiones150 o menciones prohibidas) acontecidas en el momento 
de extender el acta, sino otros cambios del estado civil o el cambio del nombre 
civil no susceptibles de ser resueltos en sede administrativa.

Así mismo, se ha indicado que la rectificación de partidas constituye un 
supuesto diferente al que hace procedente el hábeas data, aunque parecieran 
presentar cierta similitud en la corrección de datos151, pero que el segundo es 
subsidiario o presupone el agotamiento de otros procesos que supongan el 
mismo fin, entre los que cabe citar la rectificación de partidas152.

8.2. Nulidad153

Con anterioridad a la LORC se indicaba que la ley no señalaba expresamente 
las causas que podían propiciar la nulidad de las partidas en general y que tal 
silencio deliberado del Legislador se traducía en que dada la importancia de 

nota marginal. En este sentido, considera esta Juzgadora que, puede adicionarse la nota marginal 
a título informativo en la cual se señale el actual número de la cédula de identidad de la madre, 
sin que ello implique la modificación del contenido del Acta ni ocasione perjuicio alguno a las 
adolescentes, por lo que la presente solicitud debe prosperar en derecho. Y así se declara”.

149	Véase: Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y Agrario de la Circunscripción Judicial 
del Estado Táchira, Sent. 18-3-08, Exp. 7656/2007, http://www.tachira.tsj.gov.ve/decisiones/2008/
marzo/1331-18-7656-.html. “De manera que el procedimiento referido tiene lugar inclusive en 
aquellos casos en que propiamente no se trate de errores materiales al momento de levantar la par-
tida pero que no obstante se precise un cambio de estado o de nombre o cualquier otro elemento 
permitido por la ley, tal como se desprende del artículo 769 eiusdem. En el caso que nos ocupa, 
ciertamente no se está ante un supuesto de cambio del apellido maternal emanado de la simple 
voluntad del solicitante, sino que contrariamente, al margen de su voluntad, fue producto del reco-
nocimiento e inscripción por ante las autoridades civiles españolas por parte de su abuelo al reco-
nocer como hija a la madre del aquí solicitante, tal como se desprende de todo el acervo probatorio 
legalmente adminiculado por el peticionante; si bien nuestro Derecho en principio, no admite el 
cambio de nombre en el sentido de que quede a la voluntad de las personas, es indiscutible que éste 
debe corresponder a quien se pretende identificar, de allí que excepcionalmente se admite cambio 
por vía de consecuencia en materia de reconocimiento o adopción, como es el caso bajo estudio”.

150	Véase mediante el presente procedimiento la rectificación por omisión del nombre civil (total o 
parcialmente); Juzgado Segundo de Primera Instancia Civil, Mercantil, y del Tránsito de la Cir-
cunscripción Judicial del estado Yaracuy, Sent. 16-2-09, http://yaracuy.tsj.gov.ve/decisiones/2009/
febrero/1430-16-6794-.html; Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario del Trán-
sito y Bancario de la Circunscripción Judicial del Estado Amazonas, Sent. 9-1-09, Exp. 2008-6688, 
http://amazonas.tsj.gov.ve/decisiones/2009/enero/337-9-08-6688-.html; Juzgado Tercero de Primera 
Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana 
de Caracas, Sent. 17-3-08, Exp. 30.443, http://lara.tsj.gov.ve/decisiones/2008/marzo/2118-17-30.443-.
html; de Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Portugue-
sa, Sent. 22-9-08, Exp. Nº 9579, http://lara.tsj.gov.ve/decisiones/2008/septiembre/1179-22-9579-.
html; Juzgado Tercero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, Tránsito, Marítimo 
y Bancario del Primer Circuito Judicial del Estado Sucre, Sent. 21-2-08, Exp. 6710-07, http://
sucre.tsj.gov.ve/decisiones/2008/febrero/1242-21-6710-07-.html (casos específicos citados supra).

151	Lo que lleva a algunos a sostener que debería tramitarse por el mismo procedimiento, véase voto 
salvado en: TSJ/SConst, Sent. 2393 del 15-12-06; TSJ/SConst, Sent. 3808 del 7-12-05; TSJ/SConst, 
Sent. 716 del 3-5-05; TSJ/SConst, Sent. 1225 del 23-7-08.

152	Véase: Domínguez Guillén, Algunas sentencias…, pp. 95 y 96, con especial inclusión de la nota al 
pie 134; TSJ/SConst, Sent. 1306 del 19-7-01. 

153	Véase: Graterón Garrido, ob. cit., pp. 129-130.
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las actas, tal supuesto debía tratarse con benevolencia y dejarse al arbitrio del 
Juzgador dicha nulidad en casos excepcionales154, aun cuando la doctrina se-
ñalaba ciertos supuestos relativos a solemnidades sustanciales155 que tampoco 
serían determinantes según el caso concreto. De allí que el privar de validez 
un acta del estado civil debe tener lugar ante graves situaciones, que afecten 
la esencia de la misma. En todo caso, es de recodar que la nulidad aunque sea 
absoluta no opera de derecho y se precisa declaración de la autoridad a fin de 
que surta efectos pues mientras existe una apariencia de veracidad.

La LORC en su Artículo 150 dispone:

“Las actas del Registro Civil serán nulas en los casos siguientes:
1. Cuando su contenido sea contrario a la ley o carezca de veracidad156.
2. Cuando hayan sido dictadas por un funcionario o funcionaria manifiesta-
mente incompetente o con prescindencia total y absoluta del procedimiento 
establecido para su expedición.
3. Cuando se corresponda a una doble o múltiple inscripción en el Registro Civil. 
En este caso será válida sólo la primera acta inscrita.
La nulidad sólo podrá ser declarada por la Oficina Nacional de Registro Civil, a 
solicitud de persona interesada, de oficio o por solicitud del Ministerio Público 
o de la Defensoría del Pueblo”. 

Se aprecia que la norma establece causas que dada la gravedad de la san-
ción que acarrea la declaratoria de nulidad tendrían carácter taxativo. Esto 
no obstante la amplitud del primer supuesto (contenido “contrario a la ley”) 
que debe ser interpretado con la cautela que reclama la trascendencia de las 
actas del estado civil; obsérvese que la declaratoria de nulidad está a cargo del 
referido ente administrativo157. La Sala Constitucional indicó que las formas 
de impugnación de las partidas son la tacha y la nulidad (LORC, art. 156) 158.

154	Véase: Laurent, ob. cit., p. 34; Ripert y Boulanger, Tratado…, pp. 136-138; Borda, ob. cit., p. 277, 
es admitido sin discrepancia que la nulidad de las partidas debe juzgarse con benevolencia pues 
se trata de instrumentos destinados a comprobar algo tan importante como el estado de las per-
sonas. Agrega el autor que es necesario ante todo no confundir la nulidad del instrumento con 
la del acto mismo, que puede probarse por otros medios, pues estos no podrían estar sujetos a la 
regularidad con que se hagan las anotaciones en el registro, ni mucho menos puede desaparecer 
el hecho; DFMSCM1, Sent. 8-2-90, JRG, T. CXI, p. 11.

155	Véase: Graterón Garrido, ob. cit., pp. 130, no intervención del funcionario, falta de firma solo en 
caso de negativa, ausencia de testigos, redacción del acta en hoja volante…

156	Véase: Juzgado del Municipio Andrés Bello de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, 
Sent. 8-2-11, http://miranda.tsj.gov.ve/decisiones/2011/febrero/118-8-2010-685-.html. “Por su 
parte la nueva Ley Orgánica de Registro Civil, en su artículo 150 ordinal 1º, declara la nulidad 
del acta de nacimiento (en este caso reconocimiento), cuando carezca de veracidad en los hechos 
en ella contenida. Cabe agregar de igual manera, que el artículo 15 de esta ley invocada, ordena 
que en caso de dudas interpretativas, se debe favorecer los Derechos Humanos de las Personas. 
Esta previsión legal, representa sin lugar a dudas un acto de disciplina y fiel acato al precepto 
constitucional contenido en los artículos 26 y 257 de nuestra carta fundamental, que consagra la 
prevalencia de la realidad sobre las formas”.

157	Pues con anterioridad a la LORC se indicaba que le correspondía al órgano judicial y a falta de 
previsión especial se aplicaba el procedimiento ordinario. 

158	Véase: TSJ/SConst., Sent. Nº 767 del 18 de junio de 2015: “las actas del Registro Civil consti-
tuyen plena prueba del estado civil de las personas, siendo relevante destacar que los únicos 
medios de impugnación existentes contra las mismas son: i) la tacha de falsedad por vía prin-
cipal o incidental por los motivos establecidos en el artículo 1380 del Código Civil y mediante 
el procedimiento establecido en el Código de Procedimiento Civil; ii) la solicitud de nulidad en 
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8.3. La reconstrucción y la inserción de partidas159

Es posible que no se cuente con la prueba preconstituida por excelencia del 
estado civil, a saber, el acta respectiva, porque no exista o porque presenta 
deterioro.

La LORC en su artículo 154 prevé la posibilidad de reconstrucción de actas 
por parte de la Oficina Nacional de Registro Civil: “Cuando por cualquier ca-
tástrofe, sustracción, deterioro o cualquier otro acto o hecho fortuito o de fuerza 
mayor, desaparecieren los asientos o no fuere posible certificar su contenido, la 
Oficina Nacional de Registro Civil procederá a la reconstrucción de las actas 
conforme al procedimiento que dicte el Consejo Nacional Electoral; a tal fin, 
dispondrá de todos los medios, recursos administrativos y judiciales necesarios 
para recuperar, la información. Igualmente, podrá instar a las personas cuyos 
registros hayan sido afectados, para que participen en dicho procedimiento”. 
Norma ésta última de escasa claridad según refiere la doctrina pero en cuyo 
defecto lo que procede es el juicio de inserción de partidas160 (aunque poste-
riormente desarrollada por el respectivo Reglamento161). Esto es, la recons-
trucción podría hacer prescindir del procedimiento de inserción de partidas162.

La inserción de las actas del estado civil tiene lugar en caso de inexistencia 
de partida163 o de destrucción o deterioro de las mismas, esto es, supuestos 
indicados en el artículo 458 del CC164, que aunque derogado por la LORC con-

sede administrativa, la cual sólo puede ser declarada por la Oficina Nacional de Registro Civil, a 
solicitud de persona interesada, de oficio o por solicitud del Ministerio Público o de la Defensoría 
del Pueblo, de acuerdo con lo establecido en el artículo 150 de la Ley Orgánica de Registro Civil: 1. 
Cuando su contenido sea contrario a la ley o carezca de veracidad; 2. Cuando hayan sido dictadas 
por un funcionario o funcionaría manifiestamente incompetente o con prescindencia total y ab-
soluta del procedimiento establecido para su expedición y 3. Cuando se corresponda a una doble 
o múltiple inscripción en el Registro Civil, y iii) la solicitud de nulidad de las actas del Registro 
Civil, que se refieran a niños, niñas y adolescentes, ante los tribunales de Protección de Niños, 
Niñas y Adolescentes, de acuerdo con lo establecido en el artículo 156 eiusdem. Por su disímil 
naturaleza (jurisdiccional y administrativa) ambos medios de impugnación pueden coexistir, no 
son excluyentes, aunque la consecuencia de todos ellos sea la nulidad del instrumento, por lo 
que la pendencia de la tacha en sede judicial no obsta a que se inicie y decida la nulidad en sede 
administrativa ni viceversa”.

159	Véase: Graterón Garrido, ob. cit. pp. 125-129; Aguilar Gorrondona, Derecho…, pp. 138 y 139.
160	Véase: Graterón Garrido, ob. cit., p. 126, no es clara la ley en cuanto a la forma de proceder a la 

reconstrucción, y respecto de quien parte la iniciativa. 
161	Véase: Reglamento…, arts. 105-117.
162	Véase: Aguilar Gorrondona, Derecho…, p. 135.
163	Véase: Juzgado Duodécimo de Municipio de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de 

Caracas, Sent. 14-1-11, http://caracas.tsj.gov.ve/decisiones/2011/.../2160-14-AP31-F-2010-001616-.
html “se desprende de los elementos probatorios up supra mencionados, que la solicitante carece 
de su partida de nacimiento… CON LUGAR la solicitud de la Inserción de Partida de Nacimiento”.

164	El art. 458 del CC prevé: “Si se han perdido o destruido en todo o en parte los registros; si son ilegi-
bles; si no se han llevado los registros de nacimiento o de defunción, o si en estos mismos registros 
se han interrumpido u omitido los asientos, podrá suplirse el acta respectiva con cualquiera especie 
de prueba. Las partidas eclesiásticas tendrán el valor de presunciones.

	 La prueba supletoria será admisible, no sólo cuando se trate de nacimientos, matrimonios y defun-
ciones, sino también para acreditar todos los otros actos que deben inscribirse en los registros del 
estado civil, cuando concurran respecto de estos actos las mismas circunstancias ya previstas.

	 Si la falta, destrucción, inutilización total o parcial, o la interrupción de los registros proviene de 
dolo del requirente, no se le admitirá la prueba autorizada por este artículo.” Véase sobre el artículo 
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tinúa vigente por la subsistencia que la propia ley le concede al artículo 505 
que remite a aquel (y según el cual rige para la inserción de partidas el mismo 
procedimiento de la rectificación de partidas)165. Sin embargo, la Sala Político 
Administrativa ha considerado que dado el artículo 154 de la LORC la inser-
ción de partida ha quedado reducida al supuesto de inexistencia de partida166.

Es de recordar que por disposición expresa del artículo 88 de la LORC el 
registro de nacimiento de mayores de edad, requiere de la opinión previa 
vinculante de la Oficina Nacional de Registro Civil167.

Prevé el artículo 151 de la LORC: “Las inserciones de actos o hechos vincula-
dos al estado civil de las personas procederán sólo en aquellos casos previstos 
en esta Ley o por decisión judicial definitivamente firme, que así lo ordene.

En los casos de inserciones de decisiones judiciales definitivamente firmes, 
el registrador o la registradora civil deberá levantar el acta de nacimiento que 
contenga las características de las actas establecidas en la presente Ley, con 
la anotación de los datos esenciales establecidos en la sentencia respectiva”168. 
Se aprecia de lo anterior que se dispone el levantamiento de una partida de 
nacimiento conforme a las indicaciones de la correspondiente sentencia; pues 
en general la esencia de la inserción es una sentencia que hace las veces de 
partida y se inserta en los libros del estado civil. El procedimiento judicial que 
se sigue al efecto, a tenor del no derogado artículo 505 CC es el mismo que el 
de la rectificación de partidas169.

458 del CC: Código Civil de Venezuela. Artículos 445 al 463…., pp. 403-456; Juzgado de Primera 
Instancia en lo Civil y Mercantil de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida, Sent. 30-4-10, 
http://miranda.tsj.gov.ve/decisiones/2010/abril/961-30-10021-09-.html; Juzgado de Municipio 
Andrés Eloy Blanco del Primer Circuito Judicial del Estado Sucre, Sent. 19-1-12, Exp. 11-120, 
http://sucre.tsj.gov.ve/decisiones/2012/enero/1222-19-11-120-.html, “este Tribunal constata que 
efectivamente la defunción ocurrió y que los llamados a efectuar la declaración para la inscripción 
en el Registro Civil omitieron tal deber.- De modo que demostrado fehacientemente uno de los 
supuestos contemplados en el artículo 458 del Código Civil, razón por la cual considera que la 
presente solicitud DEBE PROSPERAR”.

165	Véase: Graterón Garrido, ob. cit., p. 126, señala que los supuestos del artículo 458 del CC es 
“similar al 154 de la LORC”.

166	Véase: TSJ/SPA, Sent. Nº 01279 de 18-10-11, “la solicitud de autos no corresponde a una inserción 
de partida de nacimiento, es decir, casos en los que el nacimiento no ha sido declarado al Registro 
Civil, ya que la propia accionante manifestó que sí tiene partida de nacimiento y aportó los datos 
de …debido: “al mal manejo de los libros de ese año, por deterioro, destrucción de actos”… Ahora 
bien, por cuanto la pretensión de la accionante se subsume en el supuesto normativo previsto 
en el artículo 154 de la Ley Orgánica de Registro Civil, se concluye, que corresponde a la referida 
Oficina Nacional de Registro Civil el conocimiento de la solicitud de autos, y en consecuencia, el 
Poder Judicial no tiene jurisdicción para conocer del presente asunto. Así se decide”.

167	Véase: Reglamento…, art. 43.
168	Véase: Reglamento…, arts. 99 y 100.
169	Véase: Juzgado Primero de Primera Instancia Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscrip-

ción Judicial del Estado Zulia, Sent. 21-3-11, http://corte-marcial.tsj.gov.ve/decisiones/2011/
marzo/512-21-44556-182.html. “Ahora bien, los casos relativos al Estado Civil de las personas, se 
demuestran con el acta correspondiente, ya que otras pruebas no reúnen las mismas garantías 
que éstas ofrecen; no obstante la falta o carencia de las mismas, ha causado que se deban permitir 
otros medios de pruebas especiales, cuando la parte interesada, sin que se le pueda imputar culpa 
alguna, se encuentre imposibilitada de obtener cualquier acta de Registro Civil. En atención a la 
problemática expuesta, nuestro ordenamiento jurídico para la obtención de la prueba supletoria 
del acta, establece un procedimiento especial para ello, reglamentado en los transcritos artículos, 
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Existe pues una diferencia sustancial entre la rectificación, la nulidad y la 
inserción de partidas; una supone una corrección, otra un vicio sustancial que 
afecta su validez y la última una pérdida, deterioro o carencia de inscripción. 
La LORC (art. 156) prevé que las rectificaciones, reconstrucciones, inser-
ciones, nulidades relativas a niños, niñas y adolescentes corresponden a tal 
jurisdicción especial, norma por lo demás innecesaria dadas las previsiones 
atributivas de competencia de la LOPNNA. El artículo 152 LORC alude a las 
formalidades relativas a decisiones que afecten el estado y capacidad de las 
personas, amén de otras que dicha ley no afectó del CC (arts. 506 y 507. La 
LORC dispone también la incorporación de la nota marginal en casos en que 
no esté previsto el asiento (art. 153). La regulación de lo relativo a las notas 
marginales también presenta regulación.170

Con anterioridad a la vigente Ley Orgánica de Identificación (que exige 
la prueba supletoria del acta de nacimiento en su defecto), se refiere que la 
ley de 1973 consagró la posibilidad de contar con la prueba supletoria a los 
efectos de suplir la partida de nacimiento a los efectos de obtener la cédula de 
identidad171. A todo evento, según indicamos, actualmente el interesado mayor 
de edad puede tramitar ante el Registrador la inscripción de su nacimiento 
(LORC, art. 88), así como la reconstrucción del acta ante la Oficina Nacional 
de Registro Civil (LORC, art. 154) lo que supone ciertamente una atenuación 
de la rigurosidad de acudir al juicio de inserción de partida.

Finalmente, la LORC impone diversas sanciones al incumplimiento de su nor-
mativa (arts. 157 a 172). Vale indicar que de conformidad con las disposiciones  

cuya sentencia declarativa hará las veces de acta o partida; y, la procedencia de tal acción se basa 
en los supuestos de: cuando haya pérdida o destrucción total o parcial de los registros, cuando los 
registros sean ilegibles, cuando no se hayan llevado los registros de nacimiento o defunción o si 
en estos mismos registros se han interrumpido u omitido los asientos; todo siempre y cuando los 
señalados supuestos no sean consecuencia del dolo del requirente. Así pues, que el procedimiento 
pautado para la Inserción de Acta de Nacimiento, es el mismo dispuesto para los procedimientos 
de Rectificación de Actas de Nacimiento, pero sin que pueda abreviarse el lapso probatorio; de 
allí que el pretendiente deberá comprobar que se encuentra dentro de uno de los mencionados 
supuestos por un lado; y por otro demostrar inequívocamente la indudable posesión de estado 
que pretende, pues ésta es materia de orden público y por ende de interés para el Estado. De tal 
manera, que la prueba supletoria del acta de registro es una sentencia declarativa, por lo que es 
inadmisible sustituirla por un justificativo de testigos, aunque sea éste último, el medio probatorio 
referido en el transcrito artículo 505 de la ley sustantiva”.

170	Véase: Reglamento…, arts. 101-104; Hung Vaillant, Derecho…, p. 131, el sistema de las notas mar-
ginales ayuda a minimizar la dispersión y en cierta medida permite cumplir con las expectativas 
del Registro Centralizado. Ello pues quien revisa el acta de nacimiento por ejemplo, puede apreciar 
las modificaciones del estado civil que han afectado la persona. Sistema que lamentablemente 
falla cuando el funcionario obligado no realiza la debida remisión o el funcionario notificado 
omite incorporar la nota.

171	Véase: Aguilar Gorrondona, ob. cit., p. 142; Graterón Garrido, ob. cit., pp. 127-129; El artículo 459 
del CC preveía la posibilidad de obtener una prueba supletoria de la filiación a los solos efectos 
de contraer matrimonio sin necesidad de acudir a un juicio de inserción, pero tal norma se ubica 
en el capítulo I del Título XIII del CC derogado expresamente por la LORC, en su disposición 
derogatoria Segunda. Véase sin embargo en sentido semejante aunque no fue expresamente 
derogado por la LORC: CC, art. 69, parágrafo primero: “Las partidas de nacimiento de los futuros 
contrayentes y la copia certificada de las actas de defunción de los cónyuges fallecidos podrán 
suplirse con una justificación evacuada ante un juez. Los testigos deberán ser de notoria hono-
rabilidad y darán razón circunstanciada de su dicho”.
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derogatorias de la LORC172, quedan subsistentes las normas del CC relativas 
a la muerte en caso de siniestro (art. 486) y epidemia (art. 487); al registro del 
estado civil de los militares en campaña (arts. 488 a 490), así como la mayor 
parte del capítulo relativo a la rectificación e inserción de los actos judiciales 
sobre estado y capacidad de las personas (arts. 502 al 507).

172	Véase: PRIMERA: Con la entrada en vigencia de la presente Ley, quedan derogados los artículos 
82, 86, 87, 88, 89, 90, 91, 92, 96, 99, 100, 103, 109, 476, 477, 478, 479, 480, 481, 482, 483, 484, 485 
y 501 del Código Civil, así como cualquier otro artículo que colida con esta Ley.

	 SEGUNDA: Quedan derogados los capítulos I, II, III, VI, VIII y IX del TÍTULO XIII, del Libro 
Primero del Código Civil y cualquier otro artículo que colida con la presente Ley”.


